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ción del Sistema de Justicia Penal en México de la Secretaría de Gobernación. Agradecemos 
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Dicho estudio monográfico incluyó hasta la jurisprudencia publicada en el tomo del Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente al mes de julio de 2011. Nuestros 
tribunales emitieron posteriormente diversos criterios en torno al sistema acusatorio; algunos 
de ellos, publicados al mes de agosto de 2012, se toman en cuenta en el presente documento, 
al igual que elementos doctrinales adicionales.
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I. La “tormenta jurídica perfecta”

Sin duda alguna, la reforma constitucional publicada el 18 de junio de 2008 
en el Diario Oficial de la Federación representa un hito en la vida jurídica de 
nuestro país. Dicha reforma instituyó en México el sistema procesal acusato-
rio en materia penal, cuya característica más llamativa es la oralidad de sus 
procedimientos, aunque sus alcances no se agotan en esta peculiaridad.

Tratar pormenorizadamente las implicaciones de dicha reforma penal es 
una labor que excede los límites de esta colaboración, y cuya complejidad 
gordiana tardaremos algunos años en esclarecer, incluso en aspectos más 
o menos básicos. No es exagerado lo anterior considerando su vinculación 
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428 FERRER MAC-GREGOR / SÁNCHEZ GIL

con las relativas al juicio de amparo y los derechos humanos, publicadas en el mis-
mo medio los días 6 y 10 de junio de 2011, aparte de las consecuencias de 
lo resuelto por la Suprema Corte en el expediente Varios 912/2010, y su 
reconocimiento al control difuso de constitucionalidad y convencionalidad.

Por sí solo, cada elemento que forma esta excepcional complejidad (una 
“tormenta jurídica perfecta”) es suficiente para causarnos tremendos dolores 
de cabeza. Pero en el ámbito penal sus dificultades se magnifican; en pocos 
ámbitos jurídicos nos hallaremos ante tantos escenarios inéditos en nuestra 
práctica jurídica. Y todas estas complejidades confluirán en un punto: el 
juicio de amparo en materia penal; de manera que si naturalmente es imperativo 
evitar un análisis aislado de dichos elementos normativos, su disociación ha 
de vedarse con mayor intensidad para el ámbito penal.

El propósito de este trabajo tiene un fin general muy modesto: apenas 
presentar algunos temas que nos parecen sobresalientes en la relación entre 
el juicio de amparo y el proceso penal acusatorio, dando un mero punto de 
vista sobre ellos. Por la naturaleza del presente estudio, omitimos delibera-
damente temas que, si bien se vinculan más o menos con el sistema penal 
acusatorio, no corresponden propiamente al proceso penal en el sentido más 
estricto. Por ello dejamos de lado temas que si bien son muy significativos, 
ameritan un estudio más profundo, como el papel del juez de control,1 o 
bien no corresponden propiamente a la relación entre el proceso penal y el 
juicio de amparo.

II. El amparo penal

El juicio de amparo en materia penal se regula por disposiciones legales 
expresas y criterios jurisprudenciales, que otorgan múltiples beneficios al 
inculpado. Estas regulaciones se hallan inspiradas por la finalidad tutelar 
del juicio de amparo y el valor superior que representa la libertad física, 
menoscabada por las restricciones a que puede someterse en los procedi-
mientos penales.2

1		 Un interesante estudio sobre la naturaleza de estos juzgadores y sus vínculos con el jui-
cio de amparo puede verse en Castillo Garrido, Salvador, “Los jueces de control en el sistema 
acusatorio. ¿Un nuevo órgano de control constitucional en México?”, Cuestiones Constitucio-
nales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional, México, núm. 25, julio-diciembre de 2011, pp. 
31-57.

2		 Sería prolijo enumerar los precedentes en que la libertad personal inspira otorgar un 
privilegio al acusado en el juicio de amparo. Por todos véase, dadas su antigüedad y signifi-
cación, el siguiente: “Libertad personal, defensa de la. Multa no imponible por 
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La elevada estima de la libertad física ha hecho que amerite una “pro-
tección superior, jurídica y axiológicamente”, e incluso que se apliquen por 
analogía las reglas del amparo penal a otros ámbitos jurídicos en los que se 
afecte dicho derecho fundamental.3 Tan importante es este derecho de la 
persona que el “tratamiento especial que recibe la afectación de la libertad 
personal en el juicio de amparo” se ha convertido en un lugar común que no 
siempre se usa con precisión.4

El amparo penal es entonces un procedimiento garantista en grado super-
lativo.5 Si naturalmente el juicio de amparo ya tiene esa calidad en muchos 
aspectos, en la materia penal, en que está en juego uno de los valores su-
periores de la persona y del orden constitucional, este proceso tiene que 
desplegar una tutela mucho más intensa. Aunque en los últimos años se ha 
convertido en un fácil expediente, el “garantismo” consiste en una corriente 
jurídica bien delineada que intenta “posibilitar la máxima eficacia de los 
derechos fundamentales”.6

Hay, entonces, reglas del juicio de amparo en materia penal que espe-
cíficamente atienden a los altos valores implicados en esta rama jurídica. 
Entre las principales se encuentran:

—— La promoción del juicio de amparo por comparecencia de cual-
quier persona, incluso un menor de edad y ante jueces ordinarios 
en competencia concurrente, y sin formular conceptos de violación, 

amparo improcedente”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. 
II, tesis 196, p. 141.

3		 “Arresto como medida de apremio. Procede la suplencia de la queja de-
ficiente cuando se reclama en amparo”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, febrero de 1998, t. VII, tesis P./J. 16/98, p. 34.

4		 Véase, por ejemplo, “Orden de reaprehensión dictada en ejecución de una 
sentencia condenatoria. El juicio de amparo indirecto es procedente en su 
contra”, id., 9a. época, septiembre de 2009, t. XXX, tesis 1a./J. 55/2009, p. 258.

5		 Cfr. “Recurso de revisión. Debe tenerse por interpuesto en el juicio de 
amparo en materia penal, aun ante la falta de exhibición total o parcial de las 
copias del escrito de agravios, cuando el recurrente es el quejoso, defensor 
o autorizado y el acto reclamado implica afectación a la libertad personal”, 
Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2004, t. XX, 
tesis 1a./J. 68/2004, p. 203. Véase, también, el artículo 168, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo.

6		 Ferrajoli, Luigi, Derechos y garantías. La ley del más débil, 2a. ed., trad. de Perfecto Andrés 
Ibáñez y Andrea Greppi, Madrid, Trotta, 2001, p. 25.

Para una muy amplia exposición del “garantismo” véase, del mismo autor, Derecho y razón. 
Teoría del garantismo penal, 9a. ed., trad. de Perfecto Andrés Ibáñez et al., Madrid, Trotta, 2009, 
pp. 851 y ss.
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cuando se reclamen ataques a la libertad personal fuera de procedi-
miento judicial, que siempre serán suspendidos provisionalmente.7

—— El inicio de este proceso en cualquier tiempo, contra cualquier ata-
que a la libertad personal.8

—— La suplencia de la queja a favor del reo, aun a falta de conceptos de 
violación o agravios.9

—— El otorgamiento de la suspensión de oficio contra actos que impor-
ten peligro a la vida, deportación, destierro o los prohibidos por 
el artículo 22 constitucional, y si seguimos la lógica de la Corte, 
también los que conllevan la privación de la libertad; y el de la 
provisional cuando se trate de privaciones de la libertad fuera de 
procedimiento judicial.10

—— Eximir al amparo directo en materia penal de la “preparación” de 
la reclamación de violaciones procesales, a través de la reiteración 
de violaciones procesales en los agravios de la apelación contra di-
cha sentencia.11

Las reglas anteriores configuran un “amparo penal” con verdaderos pri-
vilegios para el quejoso, en aras de la defensa de su libertad personal. Por razo-
nes históricas, estos privilegios se han enfocado hacia el acusado, y no en pro 
de la víctima u ofendido por el delito. El nuevo papel de esta parte procesal 
en el sistema acusatorio, orilla a reconsiderar su situación dentro del juicio 
de garantías y relacionarla con la del acusado en este nuevo contexto, lo que 
haremos más adelante.

7		 Artículos 17, 38, 39, 117 y 130 de la Ley de Amparo. En nuestra opinión, el requisito 
previsto por el referido numeral 117, consistente en expresar “el lugar en que se encuentre 
el agraviado”, es contrario al Pacto de San José porque no hace sencillo este recurso que 
tiene por objeto “prevenir la desaparición o indeterminación del lugar de la detención y, en última 
instancia, asegurar el derecho a la vida”; cfr. CIDH, Suárez Rosero v. Ecuador, 12 de noviembre 
de 1997, párr. 65 (cursivas añadidas).

8		 Artículo 22, fracción I, de la Ley de Amparo.
9		 Artículo 76 bis, fracción II, ibidem.

10		 Artículos 123 y 130, ibidem.
11		 Cfr. artículo 161, segundo párrafo, ibidem (interpretado a contrario sensu); “Violación a 

las leyes del procedimiento. En materia administrativa el agraviado no está 
obligado a su preparación antes de combatirla en la demanda de amparo”, Se-
gunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2007, t. XXVI, 
tesis 2a./J. 198/2007, p. 437; y “Violaciones al procedimiento en materia penal, no 
se requiere agotar recursos ordinarios contra las, para preparar el juicio de 
garantías”, Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, Semanario Judicial de la 
Federación, 8a. época, enero-junio de 1989, t. III, Segunda Parte-2, p. 874.
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431AMPARO Y PROCESO ACUSATORIO EN MÉXICO

III. El juicio de amparo y los principios del sistema acusatorio

Existe la discusión acerca de si los principios señalados por el primer 
párrafo del artículo 20 constitucional son aplicables al juicio de amparo en 
materia penal. Estos principios constituyen una declaración de diversos pos-
tulados, de contenido abierto pero dentro de ciertos límites, que deben ob-
servarse en todo acto del proceso y cuya expresión textual reduce en alguna 
medida las interpretaciones sobre la naturaleza e implicaciones del sistema 
de enjuiciamiento penal.12

Hay quien sostiene que dichos principios también deben ser observados 
en sede constitucional, cuando en ésta se impugnan actos relacionados con 
el procedimiento penal.13 Otros, en cambio, son de la idea de que “todos 
los [principios] inherentes al nuevo sistema penal son propios del proceso 
ordinario, pero no necesariamente para el juicio de amparo, cuya naturaleza y fines 
son distintos”,14 y de que “no deben confundirse las distintas formalidades y 
principios procesales que rigen al nuevo proceso penal… con las que conti-
núan vigentes para el juicio de amparo”.15

A nuestro parecer, la razón está con el segundo criterio.16 No obstante, 
deben considerarse ciertos matices importantes.

12		 Cfr. Hermoso Larragoiti, Héctor Arturo, Del sistema inquisitorio al moderno sistema acusato-
rio en México, México, SCJN, 2011, p. 729.

13		 “Sistema acusatorio adversarial. Si en la etapa de imputación inicial la 
defensa no planteó ante el juez de garantía el argumento que pretende hacer 
valer en el amparo, el juzgador constitucional no debe pronunciarse al res-
pecto (legislación del estado de Oaxaca)”, Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Tercer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 
época, marzo de 2010, t. XXXI, tesis XIII.P.A.18 P, p. 3071. Véase, también, “Pruebas 
supervenientes en el juicio de amparo indirecto promovido contra el auto de 
vinculación a proceso. Si el juez de distrito las admite viola el principio de 
contradicción previsto en el artículo 20 de la Constitución federal”, Tribu-
nal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, id., 10a. época, lib. XI, agosto de 2012, t. 2, 
tesis XVII.2 P (10a.), p. 1949.

14		 “Sentencias en el sistema de justicia penal acusatorio. Deben emitirse en 
forma escrita y estar documentadas en congruencia con los artículos 14, 16, 
20 y 133 de la Constitución federal y 2, inciso C, 47, 65, 66 y 393 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de México”, Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito, id., 9a. época, marzo de 2011, t. XXXIII, tesis 
II.2o.P.255 P, p. 2459.

15		 “Videograbaciones en el juicio oral hechas en discos ópticos en for-
mato DVD, que remite la autoridad responsable en apoyo a su informe justi-
ficado…”, Primer Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, 9a. época, febrero de 2009, t. XXIX, tesis XIII.1o.10 P, p. 2055.

16		 Supra, notas 14 y 15.
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El juicio de amparo es un proceso judicial verdaderamente autónomo, segui-
do ante autoridades orgánica y materialmente diferentes, y sobre todo con 
un objetivo que difiere del perseguido por el proceso penal: salvaguardar los 
derechos fundamentales y el orden constitucional. Aunque pueden hacerse precisio-
nes sobre el de índole directa, por su cercanía con la casación, en términos 
generales el juicio de amparo no es una instancia que propiamente continúe el proceso 
original, y esto ha quedado claro desde que se discutía si este medio extraor-
dinario es un juicio o un recurso.17

A lo anterior no se interpondría que la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos hubiera considerado la instancia de amparo como parte del 
“proceso penal”.18 Dicho tribunal sostuvo esa opinión a efectos de establecer 
si el asunto se resolvió en un “plazo razonable”, y a ese fin obedece la “adición” 
del amparo a las etapas del proceso penal, no a una declaración ontológi-
ca sobre la naturaleza del amparo. Además, en todo caso, su afirmación se 
referiría al de otros países en sus propias circunstancias, que podrían diferir 
de las mexicanas.

Por otra parte, los principios constitucionales relativos al proceso acu-
satorio penal tienen el carácter de derechos fundamentales, y por ende la de 
principios que buscan influir toda decisión jurídica en que sean relevantes. 
El juzgador de amparo, más que cualquier otro, por ser el guardián de esos 
derechos, debe estar atento a no vulnerarlos y procurar que sus resoluciones 
se ajusten al contenido de los mismos. Esto significa que las decisiones del 
juez constitucional deben estar orientadas por dichos principios, los cuales 
tampoco el legislador ha de vulnerar.

¿Qué sucede cuando uno de los principios característicos del juicio de 
amparo parece pugnar con los del sistema acusatorio? Un ejemplo claro se-
ría el conflicto entre la suplencia de la queja del primer proceso y la rigurosa 
igualdad del segundo, que incluso excluye terminantemente las comunica-
ciones ex parte.

A grandes rasgos, las bases del juicio de amparo no son menos constitu-
cionales que las del proceso penal acusatorio. Bajo el principio de especiali-
dad (lex specialis derogat generali), la aplicación de las disposiciones que regulan 
el juicio de amparo tendrían preferencia sobre cualquiera otra, ajena a la 
materia correspondiente. Y en todo caso, especialmente cuando no sea de-

17		 Cfr. “Amparo, materia del (apreciación del acto reclamado)”, Tercera Sala, 
Semanario Judicial de la Federación, 5a. época, t. LXXXIII, p. 1241; y Burgoa, Ignacio, El juicio 
de amparo, 33a. ed., México, Porrúa, 1997, pp. 156, 157 y 177-180.

18		 Myrna Mack Chang v. Guatemala, 25 de noviembre de 2003, párrs. 204 y 215; Suárez 
Rosero v. Ecuador, 12 de noviembre de 1997, párr. 71; y Herrera Ulloa v. Costa Rica, 2 de julio de 
2004, párr. 160.
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finitivo el criterio anterior (que se refiere exclusivamente al plano literal), la 
interpretación constitucional correspondiente debe pasar el tamiz del prin-
cipio de proporcionalidad.

Por todo lo anterior, los principios del proceso penal “no necesariamen-
te” aplican al juicio de amparo. Algunos de ellos sí lo hacen, pero no porque 
el amparo sea una “continuación” de la instancia ordinaria, o aquél indefec-
tiblemente deba seguir dichos principios al ingresar en esa materia —aun-
que siempre deba considerar su influencia—, sino porque: 1) son generalmente 
aplicables a todo proceso, como habíamos mencionado en el primer apartado de 
este trabajo, como es el caso de los de contradicción e inmediación para las 
pruebas ofrecidas en sede constitucional;19 o 2) porque como “principios” 
que son, influyen la decisión jurídica correspondiente que toma el juzga-
dor dentro de su ámbito de discrecionalidad interpretativa o aplicativa, pero sin 
contravenir las disposiciones aplicables20 —lo que supondría un control de 
constitucionalidad de las mismas—.

Sin embargo, debe considerarse que el objetivo del amparo no es desna-
turalizar los procesos ordinarios. Tampoco lo es permitir al quejoso obtener 
un resultado que no le correspondería por exceder lo que el derecho otorga. 
Pero siempre debe analizarse con cuidado cada situación para establecer los 
límites de los derechos de los involucrados en ella.21

19		 Véase “Principios de contradicción e igualdad de armas previstos en el 
derecho internacional de los derechos humanos. Rigen el procedimiento del 
juicio de amparo indirecto”, Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. época, lib. X, 
julio de 2012, t. 3, tesis I.15o.A.2 K (10a.), p. 2035. No hay una disposición terminante para 
que el juzgador presida personal y directamente los actos procesales, sino que ese deber está 
implícito en la ley con base en la naturaleza de la función judicial, lo que ocasiona el resqui-
cio para que sus subalternos realicen dicha actividad. Por ejemplo: el artículo 79 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles lo sugiere, y esa obligación derivaría de una interpretación 
a contrario del artículo 43 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por tanto, 
también en el juicio de amparo rige el principio de inmediación, cuya expresión constitu-
cional para el proceso penal, como se sabe, busca establecer una enérgica prohibición en 
esta materia contra la consuetudinaria práctica del desahogo probatorio por secretarios o 
escribientes.

20		 Véase “Censura previa. Su prohibición como regla específica en materia 
de límites a la libertad de expresión”, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, 9a. época, febrero de 2007, t. XXV, tesis 1a. LIX/2007, p. 632.

21		 Véase “Amparo directo. Ante errores u omisiones de la autoridad respon-
sable no susceptibles de ser combatidos por el tercero perjudicado, el Tri-
bunal Colegiado puede en la sentencia, invocar razones distintas a las que 
se hayan tenido en cuenta para fundar el fallo reclamado”, Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-2000, t. VI, tesis 462, p. 399.
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En tal virtud, creemos que el primer criterio mencionado previamente,22 
aparentemente aplica de manera incorrecta el principio de contradicción en 
el juicio de amparo. Dicho principio, o cualquier otro del sistema acusato-
rio, no debe llevarse del proceso penal al constitucional, afectando los principios específicos 
de éste, en perjuicio de los derechos fundamentales del reo, con un inadmi-
sible formalismo contrario al garantismo del amparo.23 Y esencialmente de 
esa misma opinión fue la Primera Sala de la Suprema Corte al resolver las 
contradicciones de tesis 160/2010 y 412/2010, respectivamente, los días 4 
de mayo y 6 de julio de 2011.

En ambas ejecutorias el máximo tribunal sostuvo que “la naturaleza del 
proceso penal y del juicio de amparo son completamente distintas”, puesto 
que en el último se ejerce la función de control constitucional, por lo cual en 
él debe velarse por que “prevalezcan los principios constitucionales frente a 
cualquier legislación o acto de autoridad”. Esta razón justifica las diferen-
cias entre el juicio de amparo y el proceso penal.

El tema esencial del primer asunto fue si el juez de Distrito puede so-
licitar la carpeta de investigación ministerial cuando analice la orden de 
aprehensión o el auto de vinculación a proceso. La Suprema Corte opinó 
que dicho juzgador puede tener acceso a la carpeta de investigación del Mi-
nisterio Público “sólo en el caso de que el juez de [control] hubiere tenido 
acceso a la carpeta de investigación”.24 Esta opinión se basó en el artículo 
78 de la Ley de Amparo, que establece el “principio de limitación de prue-
bas” en este proceso constitucional, que referiremos más adelante, por el 
cual se impide que el juez de Distrito base su resolución en pruebas que no 
se desahogaron ante la autoridad responsable, pese a que el quejoso sí tuvo 
oportunidad de ofrecérselas,25 atento al carácter de mera revisión que tiene 
el juicio de amparo, y para evitar un “injusto proceder” contra la autoridad 
responsable.

Lo problemático de esta ejecutoria es que en el párrafo inmediato si-
guiente al que contiene el argumento anterior, la Suprema Corte expresó 
que si el juez de Distrito conociera de la referida carpeta de investigación, 
“se vulneraría lo dispuesto por la fracción V del apartado A del artículo 20 
constitucional” y la igualdad de las partes “para sostener la acusación o la 
defensa”. Este pasaje pone de manifiesto el efecto de “irradiación” que tiene 
ese principio constitucional, y la fuerza normativa que implica para el caso.

22		 Supra, nota 13.
23		 Cfr. supra, nota 5.
24		 Contradicción de tesis 160/2010, 4 de mayo de 2011, considerando octavo.
25		 Véanse Burgoa, op. cit., nota 17, pp. 530-533; y Góngora Pimentel, Genaro, Introducción 

al estudio del juicio de amparo, 6a. ed., México, Porrúa, 1997, pp. 511-515.
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Pero este principio procesal penal no fue determinante para resolver el asunto, 
y hacer que la Corte decidiera que el juez de Distrito debe o no considerar 
la carpeta de investigación ministerial, según ésta haya sido o no puesta a 
disposición del juez de control responsable. Líneas arriba, la Suprema Corte 
sostuvo que “el estudio… de la litis constitucional… tratándose del sistema 
penal acusatorio, tendrá que ser acorde a los principios generales que con-
sagra el artículo 20 constitucional…; sin tergiversar, desde luego, la natura-
leza del juicio de amparo”.26

De otra manera, así sostuvo esencialmente el máximo tribunal la opi-
nión que expusimos anteriormente: el juicio de amparo se rige por las dis-
posiciones que lo caracterizan, como el artículo 78 de su ley reglamenta-
ria, en que se fundó primordialmente la Corte en este asunto; no obstante, 
“debe atenderse a la norma suprema” y procurar en los ámbitos de discre-
cionalidad propios de la actividad judicial, no adoptar una decisión que 
contravenga los principios constitucionales del proceso penal, aunque en 
caso de pugna entre éstos y los del juicio de amparo prevalecerán estos 
últimos. Esta matizada relación no se advierte bien en la contradicción de 
tesis 160/2010, porque realmente no colisionan los principios de limitación de 
pruebas en el amparo y de igualdad en el proceso penal, sino que apuntan 
al mismo resultado.

Es la contradicción de tesis 412/2010, basada expresamente en la eje-
cutoria anterior, la que muestra la prevalencia de los principios del juicio 
de amparo cuando en éste se reclama un acto de autoridad en materia pe-
nal. El tema de esta última ejecutoria fue si en suplencia de la demanda los 
tribunales de amparo podrían hacer valer argumentos contra un auto de 
vinculación a proceso, que el imputado y su defensor omitieron en la au-
diencia correspondiente, de acuerdo al principio de contradicción que rige 
el proceso penal acusatorio y oral. La oposición entre ambos principios es 
manifiesta e insorteable: los amplísimos márgenes de la suplencia de la de-
ficiencia de la queja a favor del acusado pugnan contra la imposibilidad de 
que las contrapartes de éste puedan contradecir los argumentos novedosa-
mente introducidos por el juez de amparo.

Como veremos detalladamente en una sección posterior, para resolver 
este asunto la Suprema Corte sostuvo que la posición de las partes es diferente 
en el juicio de amparo y en el proceso penal, porque aquél tiene por función 
el control constitucional y tutelar los derechos fundamentales. Aunque el 
máximo tribunal sostuvo que negar la suplencia al acusado quejoso vulne-
raría también su garantía de no autoincriminación que concede al quejoso 

26		 Supra, nota 24.
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el artículo 20(B)(II) constitucional, porque su silencio en la demanda de am-
paro le traería un resultado adverso; la invocación de este derecho funda-
mental fue meramente accesoria a la prevalencia de aquella prerrogativa en 
el amparo, siendo además contingente y no determinante de la decisión.27

Lo anterior se muestra precisamente con la oposición en el caso parti-
cular entre los dos aludidos principios del sistema acusatorio: la suplencia 
de la queja favorece la garantía de no incriminación, pero menoscaba la 
contradicción y la igualdad rígida entre las partes del proceso penal. Por sí 
solo, ninguno de estos dos principios del sistema adversarial basta para re-
solver la cuestión, sino que fue la necesidad de conservar los caracteres del 
juicio de amparo, mediante la afirmación de preferencia que debe darse a 
la suplencia de la queja, la que solucionó el problema.

En resumen, “no necesariamente” se deben aplicar rigurosa e inme-
diatamente los principios del proceso penal en el juicio de amparo. Como 
señaló la Suprema Corte, aquéllos deben atenderse por la fuerza norma-
tiva que les corresponde como derechos fundamentales. Pero sólo pueden 
servir como criterios orientadores a usar en el ejercicio de la discrecionali-
dad interpretativa y aplicativa de los jueces de amparo, porque los sujetos 
a quienes se dirigen naturalmente no son éstos, sino los tribunales ordina-
rios; y por supuesto, siempre considerando la correcta ponderación entre 
ellos, como mostró la colisión de los principios acusatorios de contradicción, 
igualdad y no incriminación, que tuvo lugar en el caso materia de la contra-
dicción de tesis 412/2010. El influjo de tales principios procesales penales 
no puede alcanzar a “derogar” los principios y reglas legislativas del juicio 
de amparo, y menos cuando derivan de la naturaleza y fines propios de este 
proceso también constitucional.

IV. Temas relevantes

1. Oralidad

A. Aspectos generales

En la práctica, el juicio de amparo es predominantemente escrito. Nor-
malmente, son muy pocas las ocasiones en que la oralidad está presente en 
el proceso de garantías.

27		 Primera Sala, contradicción de tesis 412/2010, 6 de julio de 2011, considerando déci-
mo segundo.
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El Tribunal Constitucional español ha sostenido que no es indispensa-
ble que impere la oralidad en una segunda o tercera instancia procesal, sino 
que debe tenerse en cuenta la estructura de dichas instancias y, sobre todo, 
la naturaleza de las cuestiones sobre las que versan.28 El juicio de amparo es 
un medio extraordinario de defensa, de naturaleza constitucional y, por de-
cirlo de alguna manera, las cuestiones procesales que llegan a él, sea por vía 
directa o indirecta, normalmente han sido depuradas en el procedimiento 
original a través de los recursos ordinarios, y su litis versa sobre aspectos muy 
puntuales de constitucionalidad.

La oralidad no es un principio gratuito o autónomo, sino que sirve a 
los de publicidad y en algunos aspectos al de inmediación. La transmisión oral 
de las comunicaciones procesales sirve para que un auditorio pueda tener 
conocimiento casi directo de lo que se actúa, para que los ciudadanos parti-
cipantes en él puedan controlar su desarrollo, y para que con mayor eficien-
cia el juez adquiera conocimiento personal de los elementos de prueba y se 
comunique con las partes.29

En el juicio de amparo no pueden remediarse todas las deficiencias de 
la defensa de las partes, sino que es un instrumento de revisión constitucional, 
sujeto al principio de limitación de pruebas y a la prohibición de sustituir 
a la autoridad responsable,30 entre otros, que limitan las facultades de los 
juzgadores que lo tienen a su cargo. A grandes rasgos,31 los tribunales de 
amparo únicamente pueden resolver apreciando el acto según fue probado 
ante la autoridad responsable y respetando el ejercicio de sus facultades dis-
crecionales; entonces, las pruebas desahogadas ante ellos solamente deben 
referirse a aspectos inmediatamente relacionados con la procedencia del 
juicio o la constitucionalidad del acto reclamado. Por tal motivo, especial-
mente en casos de privación de la libertad fuera de procedimiento judicial, 

28		 STC 48/2008, fundamento jurídico 5, y 118/2003, fundamento jurídico 4.
29		 Uribarri Carpintero, Gonzalo, “La oralidad en el siglo XX”, Estudios sobre historia de la 

oralidad en la administración de justicia en México, México, SCJN, 2010, pp. 115-120; Carbonell, 
Miguel, Los juicios orales en México, 3a. ed., México, Porrúa-UNAM-Renace, 2011, pp. 127-
134 y 139-140, y Bardales Lazcano, Erika, Guía para el estudio del sistema acusatorio en México, 3a. 
ed., México, MaGister, 2010, pp. 82-85.

30		 “Principio de limitación de pruebas en el amparo. Sus efectos”, Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, 9a. época, julio de 2005, t. XXII, tesis II.2o.P.37 K, p. 1489, y “Tribunales 
federales de amparo, atribuciones de los”, Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1995, t. VI, tesis 538, p. 353.

31		 Pueden hacerse muchas precisiones a estos principios; algunas de ellas las formulare-
mos en una sección posterior de este trabajo, dentro de la cual analizaremos los alcances del 
control constitucional ejercido a través del juicio de amparo.
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es poco probable que al juzgador de amparo le sea necesario presidir actos 
de prueba personales o de inspección judicial, pues éstos ya habrían sido 
desahogados ante la responsable, y si no fue así tendrá la obligación de re-
chazarlos, salvo que tengan inmediata relación con la procedencia del juicio 
de amparo.

B. Informe justificado y videograbaciones

No pueden satisfacerse los principios de oralidad e inmediación en se-
des ulteriores como la apelación y el amparo, pues no pueden replicarse las 
actuaciones que se produjeron en instancias iniciales. Y aun considerando 
que se diera esta repetición, ella no asegurará una exacta apreciación de los 
“autos”, porque dicha reproducción se hará en circunstancias muy diferen-
tes a las originales; teniendo esto último particular importancia en el am-
paro porque, según el artículo 78 de la ley de la materia, el acto reclamado 
debe apreciarse como fue probado ante la responsable.

El aparente dilema consiste en si se sacrifican los principios procesales 
penales de oralidad, publicidad e inmediación, o se reconoce que en las 
instancias impugnativas no pueden satisfacerlos y por ende deberían ser 
eliminados. Tal dilema no existe, o al menos no con la gravedad de antaño, 
pues en la actualidad existen diversos métodos que permiten registrar lite-
ralmente el desarrollo de las audiencias orales, como la versión taquigráfica 
o estenográfica de las mismas, o bien su videograbación.32 Ciertamente, 
ninguno de estos métodos garantiza un conocimiento inmediato y cabal de 
los hechos que representan, de la misma manera en que lo hace la asisten-
cia personal a los mismos; sin embargo, son la única salida al dilema ante-
rior, que permite la revisión ulterior de las decisiones de primera instancia, 
conforme los derechos fundamentales a ellas y a un plazo razonable, sin 
inútiles —por su poca fidelidad— repeticiones de todas o algunas de sus 
diligencias.

El registro videograbado de los actos procesales es hoy el más relevante 
de estos métodos, aunque también podría contarse la grabación en audio de 
dichas diligencias. Por la trascendencia del primer procedimiento, nos refe-
riremos sólo a él, debiéndose considerar que lo dicho a su respecto también 
sería aplicable al segundo.

Consideramos que no debe existir problema para admitir las videogra-
baciones como elemento de los informes justificados en amparo directo, 

32		 Véase Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 12, p. 704.
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toda vez que constituyen parte de los “autos” del expediente respectivo.33 
La dificultad interpretativa se suscita en relación con el amparo indirecto: 
al hablar de “constancias”, el artículo 149 de la ley de la materia se refiere 
a elementos escritos.34

En realidad no hay problema en acompañar registros videograbados al 
informe justificado en amparo indirecto. Dichos elementos pueden ser con-
siderados como pruebas aportadas por la responsable, que el juzgador de 
amparo debe admitir y hacer valer en aras de la garantía de audiencia y la 
igualdad procesal, y la ausencia de formalismos en el juicio de amparo.35 Es 
evidente que cuando una autoridad indica en su informe que en la graba-
ción anexa se encuentran las “razones y fundamentos” del acto reclamado, 
pretende que éstos sirvan para acreditar su resistencia a la pretensión del 
quejoso, y así debe interpretar el juzgador su ofrecimiento.36 El informe jus-
tificado es materialmente la “contestación” de la demanda,37 y los elemen-
tos que lo acompañan son también parte integral del mismo.38

Sin embargo, no negamos las discusiones que se han producido en tor-
no a esta cuestión, y por ello nos parece conveniente que se reforme el ar-
tículo 149 de la Ley de Amparo, a fin de que al informe justificado se acom-
pañe “copia certificada de las constancias y registros que sean necesarios”. 
Todo lo anterior, por supuesto, sin perjuicio de que en su caso se envíen las 
versiones de los actos que hayan sido reclamados en formato escrito formal, 
taquigráfico o estenográfico.

En realidad, todas las resoluciones judiciales constituyen por lo menos 
un acto de molestia si no es que uno privativo, y por ello, deben constar por 

33		 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, 22a. ed., Madrid, Espasa-
Calpe, 2001, s. v. “auto”: “Conjunto de actuaciones o piezas de un procedimiento judicial”.

34		 Ibidem, s. v. “constancia” y “constar”.
35		 Si el quejoso ofreciera dicha videograbación y refiriera a ella en su demanda, el juez 

tendría la obligación de desahogar ese medio de prueba. Por ello también procedería hacer 
lo mismo con la autoridad responsable, por lo dispuesto en el artículo 3o. del Código Federal 
de Procedimientos Civiles.

36		 Véase “Juicio de amparo. Las documentales exhibidas por las autoridades 
se deben considerar formalmente agregadas al expediente, con independencia 
de que se integre un legajo por separado”, Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, febrero de 
2011, t. XXXIII, tesis I.3o.C.104 K, p. 2342.

37		 Cfr. “Alegatos. No forman parte de la litis en el juicio de amparo”, Pleno, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. VI, tesis 39, p. 31.

38		 Cfr. artículo 3o. del Código Federal de Procedimientos Civiles, y “Demanda de am-
paro. Al proveer sobre su admisión, su análisis debe comprender los anexos 
que se acompañen a la misma”, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
9a. época, enero de 2006, t. XXIII, tesis 2a./J. 183/2005, p. 778.
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escrito según el primer párrafo del artículo 16 constitucional. Los actos de 
molestia constituyen una “afectación en la esfera jurídica del gobernado”,39 
y por ello quien es parte de un proceso tiene interés jurídico para recla-
mar las determinaciones que le sean adversas, aunque se trate de meras 
expectativas.40 En nuestra particular opinión, ello acontece pese a que las 
determinaciones judiciales primordialmente afectan derechos procesales y 
no sustantivos; nos basamos en que si dichos actos no fueran de “molestia”, 
tampoco estarían sujetos a la garantía de legalidad, y el juzgador estaría en 
libertad de actuar arbitrariamente al dictarlos, sin sujetarse a fundamentación 
ni motivación, algo sencillamente impensable en un Estado de derecho.

Las resoluciones judiciales deben constar por escrito, y así ser parte for-
mal del expediente respectivo. Consecuentemente, si en el juicio de amparo 
se reclama, por ejemplo, que al tomar una resolución el juez interpretó mal 
la ley, puede ser innecesario desahogar un registro en audio o video de la res-
pectiva audiencia, y asimismo, por el contrario, cuando el acto reclamado 
sea la incongruencia entre la sentencia escrita y su explicación verbal con-
forme al artículo 17 constitucional, entonces sí se hará necesario desahogar 
el video correspondiente, para que el juzgador de amparo constate esa irre-
gularidad.

Como en todo proceso, la admisión de pruebas en el juicio de garantías 
se rige por los principios de idoneidad, utilidad y trascendencia: las pruebas de-
ben ser aptas para que el juzgador llegue a una convicción sobre los hechos 
a que se refieren, y no entorpecer inútilmente la tramitación del proceso.41 
Esto es expresión del principio de economía procesal, resultante de un juicio de 
proporcionalidad entre el derecho de una de las partes procesales de ofrecer 
pruebas para defender su posición, y el de todas ellas —inclusive la oferen-
te— de que el proceso se resuelva en un plazo razonable.42

39		 “Actos privativos y actos de molestia. Origen y efectos de la distinción”, 
Pleno, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. I, tesis 71, p. 100.

40		 “Interés jurídico. Partes en un procedimiento”, Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-1995, t. VI, tesis 857, p. 585, y “Audiencia previa. No es exigible respecto de 
los actos de autoridades administrativas o jurisdiccionales cuyo ejercicio 
trasciende a una expectativa de derecho que aún no se incorpora en la esfera 
jurídica de los gobernados”, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
9a. época, noviembre de 2002, t. XVI, tesis 2a. CXLVII/2002, p. 444.

41		 Cfr. “Pruebas en el juicio ordinario civil. Los artículos 291 y 298 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que condicionan su 
admisión, no violan las garantías de audiencia y de acceso a la justicia”, Pri-
mera Sala, id., 9a. época, febrero de 2010, t. XXXI, tesis 1a. X/2010, p. 122.

42		 “Pruebas en el juicio de amparo. La falta de idoneidad y pertinencia im-
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En conclusión sobre este punto, aunque forme parte del informe justi-
ficado, el tribunal de amparo tiene la facultad de desechar el registro video-
grabado que se adjunte al mismo, si no se encuentra directamente relacio-
nado con la litis del asunto; de manera que no sería necesario su desahogo, 
incluso tratándose de actos provenientes de un juicio oral penal.43 De esta 
manera se rompería el falso dilema entre posiciones absolutas sobre repro-
ducir o no la videograbación concomitante al informe justificado,44 pen-
sando que esta solución sería aplicable al juicio de amparo indirecto y al 
directo. Sin embargo, es preciso aclarar este punto mediante las adecuadas 
reformas a los artículos 149 y 169 de la Ley de Amparo.

C. Resoluciones reclamadas

Todas las resoluciones judiciales son actos de molestia, y por ende de-
ben constar por escrito por lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 16 
constitucional.

Las resoluciones de los juicios orales, entonces, pueden tener una “do-
ble forma”: oral y escrita; especialmente las sentencias definitivas que por 
mandato expreso del artículo 17 constitucional deben ser “explicadas” en 
audiencia pública. La cuestión a resolver sobre este punto es: ¿cuál resulta 
ser la resolución “auténtica”?, ¿la oral o la escrita? Para lo anterior debe 
considerarse la modalidad adoptada para el dictado de resoluciones.

Pensamos que no deben escindirse ambas formas; es decir, no debiera haber 
una separación en cuanto a la validez jurídica de la versión oral o escrita 
de la resolución judicial, sino que una y otra forman parte de un mismo acto 
procesal, con múltiples matices. Aquí se da una analogía con la relación entre 

plica que el juez de distrito no esté obligado a recabarlas”, Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, id., 9a. época, febrero de 2006, t. 
XXIII, tesis I.1o.A.14 K, p. 1888.

43		 “Prueba documental vía informe en el amparo. Debe desecharse la ofre-
cida para acreditar que el funcionario que emitió el acto reclamado carece 
de facultades para ello, si la demanda de garantías no contiene conceptos de 
violación sobre ese aspecto”, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Cuarto Circuito, id., 9a. época, marzo de 2011, t. XXXIII, tesis IV.3o.A.49 K, p. 2409. 
Cfr. “Audiencia de vinculación a proceso. Los jueces de Distrito no están obli-
gados a transcribir su contenido en la sentencia de amparo ni las cuestiones 
de facto que nada tienen que ver con su sentido”, Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito, id., 10a. época, lib. VIII, mayo de 2012, t. 2, tesis 
II.2o.P.8 P (10a.), p. 1783.

44		 Véase Benavente Chorres, Hesbert, El amparo en el proceso penal acusatorio y oral, México, 
UAEM, 2010, p. 418.
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la sentencia y su aclaración: ambas deben considerarse “como un todo”,45 
y según la jurisprudencia es preciso distinguir entre: 1) la decisión jurídica 
propiamente dicha, de índole inmaterial y ab initio comunicable oralmente; 
2) su representación documental, y 3) la explicación verbal de ésta.46

¿Cuál sería el plazo para impugnar en el juicio de garantías una reso-
lución penal? En nuestra opinión, y nuevamente siguiendo por analogía la 
regulación de la aclaración de sentencia, debe haber las oportunidades co-
rrespondientes a estos escenarios. De esta suerte, el amparo deberá poderse 
iniciar desde: 1) el momento de emitirse oralmente la resolución, aunque 
sea por mención de sus puntos resolutivos;47 2) el conocimiento de la versión 
escrita de la resolución48 o, en su caso, 3) la explicación del fallo según el 
artículo 17 constitucional.49

Lo anterior es congruente con la jurisprudencia relativa al artículo 21 
de la Ley de Amparo. Esta disposición prevé diversos momentos en que el 
agraviado tiene conocimiento de la mera existencia del acto reclamado, o se 
presume iuris et de iure que lo adquiere —como con la notificación formal—. 
El indicado precepto no prohíbe que el amparo se inicie cuando se tiene un 
conocimiento “escueto” del acto de autoridad; lo que prohíbe dicho nume-
ral es que el plazo para iniciar el amparo transcurra cuando el quejoso no 
ha tenido un “conocimiento directo, exacto y completo del acto reclama-
do”, sea por notificación formal o por comunicación informal.50 Por ello, 

45		 Cfr. “Sentencia definitiva. El amparo promovido en su contra dentro de 
los quince días siguientes al en que surtió efectos la notificación de la reso-
lución de su aclaración, no es extemporáneo”, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2008, t. XXVIII, tesis 1a./J. 36/2008, p. 355.

46		 Cfr. “Sentencia. Inmutabilidad de la, como acto jurídico y no como docu-
mento”, Cuarta Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, t. VI, tesis 405, 
p. 349, y “Aclaración de sentencias de amparo. Sólo procede oficiosamente y 
respecto de ejecutorias”, Pleno, id., t. VI, tesis 3, p. 7.

47		 “Aclaración de sentencia. Su tramitación no impide que se promueva am-
paro contra la sentencia definitiva, aun cuando aquélla esté pendiente de 
resolución”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, diciembre de 
2005, t. XXII, tesis P./J. 149/2005, p. 5, y “Ampliación de la demanda de amparo in-
directo. Supuestos en los que procede”, Pleno, id., 9a. época, julio de 2003, t. XVIII, 
tesis P./J. 15/2003, p. 12.

48		 Cfr. supra, nota 45.
49		 Supra, notas 47 y 48.
50		 Cfr. “Demanda de amparo. El término para su promoción contra un laudo 

emitido en cumplimiento a una sentencia de amparo anterior, debe computarse 
a partir del día siguiente al en que el quejoso haya tenido conocimiento de 
aquél”, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, noviembre 
de 2002, t. XVI, tesis 2a./J. 31/2002, p. 436, y “Acto reclamado. Debe tenerse por 
conocido desde el momento en que se reciben las copias solicitadas a la auto-
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en nuestra opinión procederá el amparo aun cuando este plazo no haya 
iniciado su curso por la falta de tal conocimiento del acto de autoridad,51 lo 
que debiera acontecer cuando haya un conocimiento cabal de la resolución; 
momento que en el sistema acusatorio acontece cuando se notifica de algu-
na manera la versión escrita de la resolución o, en su caso, ésta se explica en 
audiencia pública.

La complejidad de esta situación obliga a modificar el artículo 21 de la 
Ley de Amparo en aras de la seguridad jurídica, para adecuarlo con preci-
sión a los requerimientos del sistema penal acusatorio.

2. Situación procesal de la víctima

La reforma penal del 18 de junio de 2008 operó un importante cambio 
en el papel de la víctima en el proceso penal, como vimos en la sección res-
pectiva del primer apartado. En síntesis, dichos cambios pueden resumirse 
en el reconocimiento de: 1) su calidad de “parte” en el procedimiento penal, 
y 2) la posibilidad de ejercer la acción penal en los supuestos determinados 
por el legislador.52

Salvo en la eventual acción penal privada, la víctima o el ofendido por 
el delito no es sujeto activo o pasivo de ese derecho: no ejerce la instancia 
correspondiente y tampoco ésta se dirige en su contra. Pero el actual artícu-
lo 20(C)(II) constitucional dispone que la víctima o el ofendido del delito 
tiene el derecho a “coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban 
todos los datos o elementos de prueba… tanto en la investigación como en 
el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a interve-
nir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley” (cursivas 
añadidas).

La víctima guarda entonces una situación que podríamos asimilar, por 
tener algún referente, a la del “tercero llamado” al juicio “para que le pare 
perjuicio el fallo”, no a la de un litisconsorte que tenga la misma calidad del 
Ministerio Público que justifique limitarlo a la “coadyuvancia”;53 por ende, 

ridad responsable”, Primera Sala, id., 9a. época, septiembre de 2002, t. XVI, tesis 1a./J. 
42/2002, p. 5.

51		 Véase “Reclamación. Su presentación no es extemporánea si ocurre an-
tes de que inicie el plazo para hacerlo”, Primera Sala, id., 9a. época, diciembre de 
2010, t. XXXII, tesis 1a./J. 82/2010, p. 141.

52		 Sobre el último tema véase Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 12, pp. 669-672.
53		 Cfr. “Litisconsorte pasivo y tercero llamado a juicio. Son figuras jurídi-

cas distintas”, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, id., 9a. 
época, octubre de 2005, t. XXII, tesis II.3o.C. J/8, p. 2171.
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se le ha otorgado el ius postulandi, sin que esta concesión pueda justificarse de 
otra manera. La víctima u ofendido por el delito es entonces “parte” dentro 
del procedimiento penal; y si esta calidad, aunque con gran reticencia de 
los operadores penales, ya se desprendía del texto del artículo 20 constitu-
cional anterior a la reforma de 2008, el cual no le otorgaba explícitamente 
el derecho a “intervenir en el juicio e interponer los recursos”,54 con mucha 
mayor razón y sin lugar a duda debe reconocérsele tal carácter ahora que 
ese precepto sí le atribuye expresamente tales facultades y le garantiza una 
“participación de alto nivel dentro del proceso”, aunque no propiamente 
se le haya de tener como “parte acusadora” —salvo las hipótesis en que 
proceda la acción penal particular—, sino como una especie de “tercero 
interesado”.55

Dicho sujeto procesal tiene hoy una situación muy desventajosa en la 
regulación secundaria del juicio de amparo. Los artículos 5(III)(b) y 10 de 
la ley de la materia limitan su participación como quejoso o tercero perju-
dicado a los actos que afecten inmediatamente su derecho a la reparación 
del daño. De lo anterior queda claro que es preciso extender la legitimación de 
la víctima en el juicio de amparo, a fin de ajustar éste al nuevo sistema penal. La 
cuestión que surge inmediatamente es si dicha extensión debe ser plena o 
limitada. A continuación exploraremos algunas posibilidades de esta última 
hipótesis.

La legitimación de la víctima podría estar determinada por la afecta-
ción de su interés jurídico. Sobre esto último, debe recordarse que por el 
solo hecho de serlo, las partes están legitimadas para impugnar en amparo 
las resoluciones que les sean adversas,56 y prácticamente cualquier beneficio 
otorgado al acusado es un perjuicio para sus contrapartes, o puede al menos 

54		 “Víctima u ofendido. Tiene carácter de parte en el proceso penal”, Pri-
mera Sala, id., 9a. época, junio de 2011, t. XXXIII, tesis 1a. LXXXIX/2011, p. 179, y 
“Víctima u ofendido del delito. Tiene el derecho de aportar pruebas tanto en 
la averiguación previa como en el proceso penal (interpretación del artículo 
20, apartado B, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos)”, Primera Sala, id., 9a. época, julio de 2011, t. XXXIV, tesis 1a. CVII/2011, 
p. 313.

55		 Véase Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 12, pp. 662-669. Cfr. “Víctima u ofendido 
del delito. El hecho de que con motivo de la adición del apartado B al ar-
tículo 20 de la Constitución federal se elevaran a rango de garantías indi-
viduales ciertos derechos de aquéllos, no significa que se atente contra el 
principio rector que concibe al Ministerio Público como único titular de la 
acción penal y órgano persecutor de los delitos”, Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, 9a. época, mayo de 2007, t. XXV, tesis XXI.1o.P.A.40 P, p. 2244.

56		 “Interés jurídico. Partes en un procedimiento”, Segundo Tribunal Colegiado 
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discutirse si lo constituye. De tal manera que dicha limitación sería inútil, 
pues no tendría ningún efecto restrictivo.

Otra posibilidad es restringir la participación de la víctima cuando el 
sustratum del acto reclamado verse exclusivamente sobre la libertad personal 
del indiciado o su dignidad personal.57 Este criterio tendría primordial apli-
cación con providencias precautorias y medidas cautelares. Dado que éstas 
pueden tener como objeto directo o indirecto proteger a la víctima, los dere-
chos de la misma estarían en juego, además de tener interés jurídico para su 
reclamación por ser parte procesal e incluso haberlas instado. Sin embargo, 
la tendencia es admitir, incluso en tales casos, la legitimación de la víctima 
en el juicio de amparo;58 y resulta acertada, pues no es fácil dibujar la línea 
divisoria entre dicho supuesto y su contrario.

En tal virtud, consideramos que la víctima debe tener una amplia legiti-
mación procesal en el juicio de amparo, únicamente limitada por el natural 
requisito de que la determinación que impugne le sea “adversa”. Esta res-
tricción es propia del juicio de amparo y por tanto no consideramos nece-
saria su expresión; de tal manera, bastará reformar los artículos pertinentes 
de la siguiente manera: 1) eliminando calificativos a la participación de la 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-1995, t. VI, tesis 857, p. 585.

57		 Véase “Tercero perjudicado, no existe en el juicio de amparo indirecto 
que se promueve contra orden de aprehensión”, Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 8a. época, t. 
III, segunda parte-2, p. 820.

58		 Véase “Ofendido o víctima del delito. Puede acudir al juicio de amparo in-
directo con el carácter de quejoso cuando el acto reclamado afecte en los 
hechos a la reparación del daño, aunque no se refiera directamente a ella”, 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, mayo de 2011, t. XXXIII, tesis VII.3o.P.T.11 P, 
p. 1235; “Ofendido o víctima del delito. Conforme a la Constitución general 
de la república, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, tiene interés jurídico para 
promover el juicio de amparo contra la resolución de la sala que confirma la 
negativa de la orden de aprehensión, al tener la expectativa legal de que se 
le repare el daño y un interés directo en que se le respete su derecho humano 
de igualdad procesal”, Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir-
cuito, id., 10a. época, lib. VI, marzo de 2012, t. 2, tesis I.7o.P.1 P (10a.), p. 1271; y sobre todo, 
por referir importantes criterios jurisprudenciales de nuestro máximo tribunal, “Ofendido o víctima 
del delito. Puede acudir al juicio de amparo indirecto con el carácter de 
quejoso cuando el acto reclamado sea la resolución de la alzada que confir-
ma la negativa de librar una orden de aprehensión”, Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito, id., 10a. época, lib. XI, agosto de 2012, t. 2, tesis VI.1o.P.6 
P (10a.), p. 1843.
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víctima como tercero perjudicado, y 2) derogando la disposición que espe-
cifica los casos en que dicho sujeto procesal podrá promover amparo, para 
dar una extensión general a esta legitimación.

Desde luego, esta amplia legitimación comportaría la necesaria para 
impugnar las resoluciones de no ejercicio y desistimiento de la acción penal, 
con sujeción a los requisitos de procedencia del juicio de garantías. Por ello, 
no estimamos que debiera haber una disposición expresa que la contemple, 
máxime que dicha impugnación se halla establecida por el artículo 20(C)
(VII) constitucional.59

Los anteriores conceptos son aplicables con mayor razón a la acción 
penal cuyo ejercicio se otorgue a los particulares, de acuerdo con la nueva 
redacción del artículo 21 constitucional. En esta hipótesis, la víctima sería 
quien directamente inste el proceso penal, de manera que no cabría duda 
de que se surte su interés jurídico, y que requeriría defender sus derechos 
frente a las violaciones que cometieran en su contra las autoridades penales, 
especialmente frente a las trabas que opusieran a tal ejercicio.

3. Suplencia de la queja

La suplencia de la queja en materia penal es una institución tradicional 
en el juicio de amparo. Actualmente en materia penal, según la fracción II 
del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, este beneficio se otorga únicamente 
al “reo”, aun en ausencia de conceptos de violación (fracción II).60 Sin em-
bargo, las recientes reformas constitucionales han puesto en tela de juicio 
este postulado, tanto para extender dicha figura más allá de ese supuesto 
como para suprimirlo del todo.

Arriba señalamos que esta figura debe también concederse a favor de la 
víctima u ofendido por el delito. Lo anterior está inspirado en: 1) el nuevo 
papel que tiene la víctima como parte del proceso penal y la importancia 
de sus derechos fundamentales, cuya protección y promoción corresponde 

59		 Véase “Acción penal. Es procedente el juicio de amparo, mientras no se es-
tablezca en ley la vía jurisdiccional de impugnación ordinaria, para reclamar 
las resoluciones sobre el no ejercicio o desistimiento de aquélla (artículo 21, 
párrafo cuarto, de la Constitución federal)”, Pleno, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2000, t. XII, tesis P./J. 114/2000, p. 5.

60		 Véase “Ofendido en materia penal. Es improcedente la suplencia de la 
queja a su favor con fundamento en la fracción VI del artículo 76 bis de la Ley 
de Amparo, cuando comparezca como quejoso en el juicio de garantías”, Prime-
ra Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, agosto de 2003, t. XVIII, tesis 
1a./J. 27/2003, p. 127.
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a todas las autoridades, según el nuevo artículo 1o. constitucional;61 2) los 
fines constitucionales del proceso penal, y a los cuales también sirve la ade-
cuada defensa de la víctima, y 3) la tendencia procesal constitucional a eliminar 
el principio de estricto derecho,62 señalado por Felipe Tena Ramírez como 
“un formalismo inhumano y anacrónico, victimario de la justicia”,63 con-
gruente con el deber internacional a que el amparo sea un “recurso sencillo”, 
como prescribe el artículo 25.1 del Pacto de San José.64

Sin embargo, hay opiniones contrarias no sólo a lo anterior, sino a toda 
suplencia de la queja en el amparo penal, que se inspiran en la idea de que 
dicha figura “en un procedimiento acusatorio y oral no puede aplicarse, 
pues implica revisar oficiosa y detalladamente todas las actuaciones realiza-
das, sin la necesidad del impulso de las partes”.65 A continuación analizare-
mos algunas posibles objeciones a la suplencia de la queja en general, y en 
particular la que pudiera otorgarse a favor de la víctima del delito.

De la opinión contraria expuesta, advertimos que el primer cuestiona-
miento se refiere a la posibilidad de que la suplencia de la queja llegue a 
ocasionar una reformatio in peius contra el imputado quejoso, y el amparo le 
resulte contraproducente. Este temor es infundado.

El juicio de amparo es una acción dirigida contra actos de autoridad 
determinados o determinables —como frente a la privación de libertad y 
en el llamado “amparo exploratorio”—. Tal es el límite del ejercicio de la 
función de control: el juzgador no puede emitir una declaración de inconsti-
tucionalidad contra actos que no fueron impugnados, ni siquiera a través de una 

61		 Aunque las reformas penal de 2008 y de amparo de 2011 no hayan previsto expresa-
mente dicha suplencia. Su otorgamiento, como esta última indica, toca al legislador; a él 
corresponde decidir por qué otorga o niega ese beneficio, y hacerlo de manera razonable y 
proporcional. Cfr. idem.

62		 Como en la controversia constitucional, la acción de inconstitucionalidad y los juicios 
electorales, según los artículos 40 de la Ley Reglamentaria del Artículo 105 constitucional, y 
23.1 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

63		 Prólogo a Castro, Juventino, La suplencia de la queja deficiente en el juicio de amparo, 1953, p. 
17; citado en Burgoa, op. cit., nota 17, p. 297.

64		 Sugiriendo criterios para otorgar la suplencia de la queja: “Suplencia de la queja 
deficiente en materia de trabajo. Opera en favor del trabajador cuando el 
acto reclamado afecte algún interés fundamental tutelado por el artículo 
123 de la Constitución federal”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, 
octubre de 2008, t. XXVIII, tesis P./J. 105/2008, p. 63, y “Suplencia de la queja en 
materia laboral a favor del trabajador. Opera aun ante la ausencia total de 
conceptos de violación o agravios”, Segunda Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-2000, t. V, tesis 610, p. 496.

65		 García Castillo, Zoraida, “Hacia un juicio acusatorio y oral: aspectos relevantes y pers-
pectivas de la reforma constitucional”, Revista Académica, México, año VII, núm. 14, enero de 
2010, pp. 207 y 208.
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pretendida “suplencia de la queja”. Éste es un límite connatural a cualquier 
clase de función jurisdiccional, y en la materia constitucional restringe los 
importantes poderes de sus tribunales.

Cualquier exceso de los límites materiales de la controversia puesta a 
decisión del tribunal constituye una incongruencia prohibida por el artícu-
lo 17 constitucional. Esto aplica también a la suplencia de la queja en el 
amparo, que debe referirse a la litis propuesta en la demanda, es decir a la 
constitucionalidad del acto reclamado y no de cualquier otro. En relación 
con dicho acto, el juez de amparo podrá hacer valer argumentos contra su 
regularidad que hayan sido expresados por el quejoso, pero no podrá in-
tegrar a la litis un acto diferente; y así, por ejemplo: no podrá invalidar el 
desechamiento de una prueba de la cuerda principal, por ilegal que sea, al 
analizar una resolución incidental.66

Lo anterior también aplica al amparo directo. En éste el acto reclamado 
es la sentencia definitiva del proceso, y aunque el Tribunal Colegiado o la 
Suprema Corte advirtieran que hubo una determinada violación procesal 
que no fue impugnada por el quejoso, en suplencia podrían hacer valer ésta 
si trascendiera al resultado del fallo reclamado, y como parte del examen de 
constitucionalidad de éste, no porque motu proprio amplíe el objeto del litigio.

De tal manera, es jurídicamente imposible que por haber impugnado 
el inculpado un acto del procedimiento que le afecte, su situación se agrave 
porque el amparo que promovió diera la posibilidad de que se analice un 
acto supuestamente ilícito que le beneficie y hubiera sido reclamado en la 
demanda. Lo mismo puede decirse en relación con el estudio de los argu-
mentos correspondientes al propio acto reclamado: tampoco es jurídicamente posi-
ble que la “suplencia” llegue a empeorar su situación, por surgir de ella un 
argumento que sostenga la constitucionalidad del acto impugnado, como 
veremos a continuación.

Supongamos que el quejoso hubiera omitido expresar razones que lle-
varían a sostener la inconstitucionalidad del acto reclamado, pero ocasiona-
ran un cambio jurídico que le sería más gravoso. Tendría lugar un dilema 
que se debe resolver aplicando el principio de mayor beneficio reconocido por 
la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte,67 y negando el amparo 

66		 Cfr. supra, nota 37.
67		 Cfr. “Conceptos de violación en amparo directo. El estudio de los que 

determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudién-
dose omitir el de aquellos que aunque resulten fundados, no mejoren lo ya 
alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad 
de leyes”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, febrero de 2005, t. 
XXI, tesis P./J. 3/2005, p. 5.
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al quejoso; en tal caso podría expresarse dicho argumento en la sentencia, 
aunque declarando su inoperancia.68

Además, la suplencia de la queja no llevará a que se analicen pruebas o 
datos que no hayan sido desahogados ante la potestad común, contrarian-
do el principio acusatorio. Esta figura no tiene esos alcances, pues se refiere 
sólo a cuestiones de fondo, meramente argumentativas;69 sin contar con que 
el juez de amparo debe apreciar el acto reclamado como fue probado ante 
la autoridad responsable, según el artículo 78 de la Ley de Amparo.

Mutatis mutandis, las mismas consideraciones serían aplicables a la su-
plencia de la queja que se propone a favor de la víctima del delito. Pero ni 
siquiera la extensión de esta figura en beneficio del ofendido podría causar 
perjuicios indebidos al acusado: los límites de la suplencia a favor de la víc-
tima estarían delimitados por los derechos del inculpado, sin que el tribunal 
de amparo pueda otorgar a la víctima algo que los contravenga, dándole 
más de lo que jurídicamente le corresponda.70

La única diferencia que cabría establecer entre la suplencia de la queja 
otorgada al acusado y a la víctima sería que dicha figura debe operar de 
manera “absoluta” exclusivamente a favor del primero, es decir, incluso en 
ausencia de conceptos de violación o agravios, como en la actualidad. Esto 

68		 Véase “Conceptos de violación inoperantes. Deben declararse así y 
negar el amparo, cuando de concederse éste, se causen perjuicios al quejoso”, 
Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, enero de 2003, t. XVII, 
tesis 2a. CCII/2002, p. 726.

69		 Cfr. “Auto de vinculación a proceso. El órgano de control constitucio-
nal, en suplencia de la queja deficiente, debe considerar todos los argumen-
tos formulados por el imputado o su defensor en la demanda de garantías o 
en el escrito de expresión de agravios tendentes a desvirtuar las razones que 
motivaron su dictado, aun cuando no se hayan planteado en la audiencia co-
rrespondiente”, Primera Sala, id., 10a. época, lib. I, octubre de 2011, tesis 1a./J. 94/2011 
(9a.), p. 689. Véanse, también, “Suplencia de la queja deficiente prevista en el artí-
culo 76 bis, fracción I, de la Ley de Amparo. No implica soslayar cuestiones de 
procedencia del juicio de garantías”, id., 9a. época, febrero de 2006, t. XXIII, tesis 
P./J. 7/2006, p. 7, y “Suplencia de la deficiencia de la queja en materia penal, lí-
mites de la”, Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Apéndice al Semanario Judicial 
de la Federación 1917-2000, t. II, tesis 709, p. 591.

70		 Cfr. supra, nota 21, y “Suplencia de la queja en materia penal. Su aplicación a 
favor del procesado no implica desconocer el límite inherente que resulta de 
la obligación de respetar simultáneamente los derechos fundamentales de la 
víctima y, por tanto, su observancia debe ponderarse por el órgano jurisdic-
cional conforme a los principios de legalidad e imparcialidad consagrados en 
la Constitución federal”, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, agosto de 2006, t. XXIV, tesis 
II.2o.P.200 P, p. 2342.
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porque en el proceso penal las garantías constitucionales del imputado ad-
quieren un “especial relieve” frente a las de sus contrarios.71 Este trato dife-
renciado se justificaría por la diversa posición que guardan ambas partes,72 
y que implícitamente reconoce el último párrafo del nuevo artículo 107(III)
(a) constitucional, al dar al sentenciado la prerrogativa de no “preparar” su 
amparo directo contra la sentencia condenatoria.

En primer lugar, el acusado siempre pone en juego su libertad personal 
y su honra en el proceso penal, mientras que los intereses de la víctima no 
siempre son tan elevados. En segundo término, a diferencia del imputado, 
en el proceso penal el interés de la víctima debe contar con el apoyo de la 
actuación del Ministerio Público. Aun cuando los intereses del acusado y la 
víctima en un momento dado tuvieran una misma importancia, el primero 
siempre guarda una “posición debilitada” frente a sus contrapartes, que 
justifica un beneficio para equilibrar su situación.73 Las situaciones ante-
riores se producen en la mayoría de los casos, y por eso nuestra propuesta 
no considera posibles excepciones; sin embargo, ello no hace irregular la 
disposición legal correspondiente, pues su generalidad, abstracción e imper-
sonalidad hacen que “lo natural [sea] que el legislador regule situaciones 
ordinarias”.74

En aras de la igualdad procesal entre el imputado y la víctima, un re-
ciente criterio jurisprudencial concede a ésta el beneficio de la suplencia 
de la queja en los mismos términos que a aquél, pues considera que “los 
derechos de la víctima y del ofendido [poseen] la misma categoría e impor-
tancia que los que se otorgan al inculpado, deben tener, sin distinción, igual 
protección”.75

71		 Cfr. STC 70/1999, fundamento jurídico 3; supra, nota 27; y Bonet Navarro, José, Casa-
ción penal e infracción de precepto constitucional, Elcano (Navarra), Aranzadi, 2008, p. 45.

72		 Véase “Igualdad. Límites a este principio”, Primera Sala, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2004, t. XX, tesis 1a./J. 81/2004, p. 99.

73		 Véase “Suplencia de la queja en materia laboral…”, cit., nota 64.
74		 “Arancel de abogados. El porcentaje previsto en la legislación del Dis-

trito Federal, sólo es aplicable si los servicios se prestaron en toda una ins-
tancia y el juicio concluye con sentencia de mérito”, Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, 
septiembre de 2010, t. XXXII, tesis I.4o.C.289 C, p. 1162.

75		 “Suplencia de la queja en los conceptos de violación o agravios de la 
víctima u ofendido en el juicio de amparo en materia penal. Opera conforme 
al control de convencionalidad (inaplicabilidad del artículo 76 bis, fracción 
II, de la Ley de Amparo y de las tesis 2a. CXXXVII/2002 y 1a./J. 26/2003)”, Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, id., 10a. época, lib. V, febrero de 
2012, t. 3, tesis I.9o.P. J/1 (10a.), p. 2218.
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Oponiéndose casi francamente a esta opinión, otro Tribunal Colegiado 
propuso mantener el principio de estricto derecho en el amparo promovi-
do por la víctima, dado que “no se está en presencia de supuestos iguales 
o semejantes consecuencias jurídicas, porque la garantía del ‘reo’ debe ser 
mayormente tutelada”.76

Nuestra posición concilia ambos extremos ponderando los principios 
constitucionales que han de tener efecto en este conflicto: no veda suplir la 
queja de la víctima, pero también reconoce su diferencia con el imputado, 
que justificaría un trato distinto pero sin impedir de manera absoluta favo-
recer a aquélla.77 Será la Suprema Corte quien tenga la última palabra so-
bre cómo debe resolverse esta oposición; no es simple retórica: los criterios 
señalados en el párrafo precedente contienden en la contradicción de tesis 
163/2012 radicada ante la Primera Sala de nuestro máximo tribunal.

Por supuesto, cualquier reforma legal en materia de suplencia de la que-
ja también deberá considerar la sustitución del término “reo” que utiliza el 
artículo 76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo, por otro que no contraríe 
la presunción de inocencia ni tenga connotaciones peyorativas.78

4. Auto de vinculación a proceso

En términos generales, de acuerdo con el artículo 412 del Proyecto de 
Código Federal de Procedimientos Penales (PCFPP),79 el auto de vincula-
ción a proceso sujeta al inculpado al procedimiento penal; fija el plazo de la 
investigación formalizada, y establece el hecho o los hechos delictivos sobre 
los cuales se continuará el proceso, o determina las formas anticipadas de 
terminación del proceso, la apertura a juicio o el sobreseimiento.

Una de las más importantes diferencias entre el auto de vinculación a 
proceso que prevé el sistema acusatorio, y el de “formal prisión” que con-
templaba el sistema procesal penal anterior, es la rígida separación de la 

76		 “Ofendido, no es violatorio de la garantía de igualdad que en juicio de 
amparo se aplique el principio de estricto derecho”, Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, id., 10a. época, lib. IX, junio de 2012, t. 2, tesis I.5o.P.3 
P (10a.), p. 889.

77		 Véase “Derechos constitucionales. La vinculación de sus límites en el 
análisis de la constitucionalidad de una norma secundaria”, Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, id., 9a. época, noviembre de 2003, 
t. XVIII, tesis I.1o.A.100 A, p. 955.

78		 Véase García Castillo, op. cit., nota 65, p. 204.
79		 Iniciativa presentada el 21 de septiembre de 2011 por el presidente de la República al 

Congreso de la Unión. Consultable en http://bit.ly/pqBSVj.
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“admisión” de la causa y el dictado de la prisión preventiva. Bajo el actual 
proceso acusatorio, al dictar el auto de vinculación a proceso, el juzgador 
debe omitir resolver sobre la prisión preventiva, porque ésta “debe ser so-
licitada, por separado y como medida cautelar” por el Ministerio Público 
cuando no sea oficioso su otorgamiento. Hay entonces una “separación ab-
soluta” entre la prisión preventiva y cualquier otro pronunciamiento judi-
cial relacionado con la vinculación a proceso.80

Parece, por lo anterior, que resultaría difícil, si no imposible, admitir la 
procedencia del juicio de amparo indirecto contra el auto de vinculación a 
proceso, y menos con carácter inmediato como excepción al principio de 
definitividad. Si dicha resolución ya no contuviera ninguna afectación a la 
libertad personal del quejoso, sino sus efectos se limitaran al ámbito mera-
mente procesal, no sería difícil concluir que su irregularidad habría de re-
clamarse hasta el amparo directo promovido contra la sentencia. Empero, 
por otros motivos, nos parece factible que el auto de vinculación a proceso 
sea impugnado inmediatamente a través del amparo indirecto, justo como 
ha ocurrido con el auto de formal prisión.

Para comenzar, si bien el auto de vinculación a proceso no impor-
ta al imputado la privación de su libertad física, sí la menoscaba en un 
buen grado por requerir su presencia personalísima en el procedimiento 
correspondiente;81 no obstante que únicamente se reclame alguna sección 
de esa resolución que tenga sólo efectos procesales, como el plazo de la in-
vestigación formalizada, en obsequio del principio de “continencia de la 
causa”.82 Además, los requisitos para el dictado de dicha resolución se en-

80		 Allier Campuzano, Jaime, “Separación del auto de vinculación a proceso y la prisión 
preventiva”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, México, núm. 26, 2008, pp. 98 y 101.

81		 “Auto de vinculación a proceso. Puede impugnarse a través del juicio de 
amparo sin necesidad de promover previamente el recurso de apelación (nuevo 
sistema de justicia penal en el estado de Oaxaca)”, Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta, 9a. época, abril de 2011, t. XXXIII, tesis XIII.P.A.29 P, p. 1229. Véase, también, “Auto 
de vinculación a proceso. Es susceptible de producir, por sí mismo, un estado 
de perturbación formal e indirecta a la libertad personal del imputado que 
debe tomarse en cuenta para efectos del amparo (nuevo sistema de justicia 
penal en el Estado de México)”, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito, id., 10a. época, lib. IV, enero de 2012, t. 5, tesis II.2o.P.283 P (9a.), p. 4299.

82		 Cfr. “Identificación administrativa (ficha signalética). El hecho de que 
en el juicio de amparo sólo se reclame ésta y no el auto de término constitu-
cional del que derivó, no significa que constituya un acto derivado de otro 
consentido”, Primera Sala, id., 9a. época, enero de 2004, t. XIX, tesis 1a./J. 58/2003, 
p. 51, y “Sentencia reclamada en el juicio de amparo indirecto que contiene 
condena en costas. El principio de continencia de la causa obliga al juzgador 
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cuentran previstos en el artículo 19 constitucional, cuya violación puede ser 
inmediatamente reclamada en amparo indirecto por contravenir directa-
mente la Constitución.83

Además, por sus efectos dentro del proceso penal puede considerarse 
que la irregularidad del auto de vinculación a proceso da lugar a una afec-
tación en “grado predominante o superior”,84 también en relación con la 
víctima del delito, quien de igual forma tendría legitimación para impugnar-
lo.85 Esta situación daría lugar a la procedencia del juicio de amparo indi-
recto contra dicha resolución, aunque fuera luego de haberse agotado los 
recursos ordinarios.

Hay un argumento adicional que nos parece decisivo para admitir la 
procedencia inmediata del juicio de amparo contra el auto de vinculación 
a proceso, que conjuga aspectos de una “violación directa” a la Constitu-
ción —sostenida en los términos indicados arriba— y un acto procesal de 
“ejecución irreparable” en términos del artículo 114, fracción IV, de la Ley 
de Amparo.

El artículo 38(II) constitucional dispone que el ejercicio de los derechos 
políticos se suspenderá por “estar sujeto a un proceso criminal por delito 
que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal pri-
sión”. Por virtud de esta disposición, basta que contra una persona se curse 
un procedimiento penal por casi cualquier delito, para que se le prive del 
ejercicio de sus derechos políticos, los cuales no se reducen al voto activo y 
pasivo, sino que dicho género tiene vertientes de participación política de 

a estudiar la resolución en su integridad, aunque descanse en actos que por 
sí solos no sean de ejecución irreparable”, Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito, id., 9a. época, mayo de 2007, t. XXV, tesis IV.2o.C. J/10, p. 1925.

83		 Véase “Definitividad en el amparo. La excepción al principio relativo en 
los casos en que únicamente se aleguen violaciones directas a la Constitu-
ción federal no se eliminó con motivo de la autorización del control difuso, 
originada por la reforma al artículo 1o. constitucional, publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011”, Octavo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, id., 10a. época, lib. XI, agosto de 2012, t. 2, tesis 
I.8o.A.1 K (10a.), p. 1747.

84		 “Auto de vinculación a proceso. Al ser un acto de ejecución irreparable 
que afecta en grado predominante o superior, procede en su contra el am-
paro indirecto en términos del artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo 
(legislación del estado de Morelos)”, Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo 
Circuito, id., 10a. época, lib. IX, junio de 2012, t. 2, tesis XVIII.4o.1 P (10a.), p. 799.

85		 En la mayoría de los casos, evidentemente será el imputado el más interesado en pro-
mover amparo contra el auto de vinculación a proceso. No obstante, este proceso cons-
titucional también podría ser instado por la víctima, cuya situación jurídica podría verse 
afectada por una resolución de ese tipo que, por ejemplo, defina sin acierto los hechos sobre 
los cuales se seguirá el proceso penal.
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muy diversa índole.86 Cabe profundizar sobre las implicaciones de esta dis-
posición constitucional, especialmente por su referencia al extinto “auto de 
formal prisión”, pero nos parece que su consecuencia esencial no deriva 
de dicha resolución, cuya mención es meramente accesoria para señalar el 
inicio de los efectos de lo que prescribe. Lo que fundamentalmente buscó 
el Constituyente fue impedir el ejercicio de los derechos políticos “a aquellos 
ciudadanos sujetos a proceso penal por delitos que merecen pena privativa 
de libertad”,87 sin importar la denominación o naturaleza de la resolución 
que les ocasiona esa situación jurídica.

Con base en lo anteriormente dicho, pensamos que puede sostenerse la 
procedencia inmediata del amparo contra el auto de vinculación a proce-
so, con base en que: 1) dicha resolución conlleva la afectación de derechos 
políticos sustantivos, y 2) el rango de esos derechos haría que su afectación 
por tal auto, irregularmente emitido, constituyera una violación directa a la 
Constitución.88

5. Prisión preventiva y otras medidas cautelares

Ya mencionamos que en el nuevo sistema procesal acusatorio se hallan 
escindidos el auto de vinculación a proceso y la resolución que establece 
medidas cautelares.89 Siendo así, esta última decisión amerita un tratamien-

86		 Véanse “Derechos de participación política a votar y ser votado. Son de-
rechos fundamentales protegidos a través de los procesos de control cons-
titucional establecidos en la Constitución federal, de acuerdo al sistema 
competencial que la misma prevé”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, 9a. época, diciembre de 2007, t. XXVI, tesis P./J. 83/2007, p. 984, y “Juicio para 
la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. Procede 
cuando se aduzcan violaciones a diversos derechos fundamentales vincula-
dos con los derechos de votar, ser votado, de asociación y de afiliación”, 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Compilación oficial de 
jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2005, tesis S3ELJ 36/2002, p. 164.

87		 “Artículo 38 de la Constitución federal. La falta de un ordenamiento 
que lo reglamente, no impide su plena aplicación”, Sala Superior del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación, Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, suplemento 3, 2000, tesis II/99, p. 29.

88		 Sin que por ello se estime que el auto de vinculación a proceso tenga carácter elec-
toral, pues su objetivo inmediato no es incidir en esta materia, ni se encuentra regulado por 
ella. Cfr. “Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. Es improcedente para controvertir resoluciones penales”, Sala Su-
perior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Gaceta de jurisprudencia y tesis 
en materia electoral, año 3, núm. 7, 2010, tesis 35/2010, p. 24.

89		 Supra, nota 80.
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to separado, ya que no es accesoria a ella sino que tiene una “vida” jurídica 
independiente.

Hablando concretamente del PCFPP, su artículo 248 prevé distintas 
medidas cautelares90 que el juez de control puede aplicar, generalmente a 
instancia del Ministerio Público o del propio ofendido.91 La prisión preven-
tiva se encuentra señalada en la última fracción de dicho numeral, lo que 
desde una interpretación sedes materiae tiene gran importancia: dicha ubica-
ción pone de relieve que esa medida cautelar es la última disponible para el 
juzgador, y sólo podrá imponerla excepcionalmente, en caso estrictamente 
necesario, material o jurídicamente, según los supuestos para su aplicación 
oficiosa. La indispensabilidad de la prisión preventiva o de cualquier otra 
medida cautelar debe ser valorada conforme al principio de proporcionalidad, 
atendiendo a su idoneidad, necesidad (que comprende la “subsidiariedad” 
de la prisión preventiva) y ponderación respecto de los fines que a ellas les 
ha establecido el artículo 19 constitucional; salvo, evidentemente, aquellos 
casos en que sea taxativa para un supuesto determinado.92

Es notorio que el juicio de amparo procede inmediatamente contra la 
resolución que impone la prisión preventiva: se trata de una grave afecta-
ción a la libertad personal del acusado, cuyos límites la Constitución prevé 
directamente. Y lo mismo puede decirse de casi todas las demás medidas 
cautelares previstas en el artículo 248 del PCFPP.

Todas esas medidas intervienen en algún derecho sustantivo del impu-
tado, lo que las convierte en un acto de “ejecución irreparable”, lo cual permite 
que sean impugnadas a través del juicio de amparo indirecto, aun siendo 
dictadas “dentro” de juicio. Más aún: casi todas ellas comportan la interven-

90		 (I) Presentación periódica ante el juez o ante autoridad distinta que aquél designe; 
(II) exhibición de una garantía económica; (III) embargo precautorio; (IV) prohibición de 
salir sin autorización del país, de la localidad en la cual reside o del ámbito territorial que 
fije el juez; (V) resguardo en su propio domicilio, sin vigilancia alguna o con las modalidades 
que el juez disponga; (VI) sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada o internamiento a institución determinada; (VII) colocación de localizadores 
electrónicos; (VIII) prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar ciertos 
lugares; (IX) prohibición de convivir o comunicarse con determinadas personas o con las víc-
timas u ofendidos o testigos; (X) separación inmediata del domicilio; (XI) suspensión tempo-
ral en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un delito cometido por servidores públicos; 
(XII) suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad profesional o laboral; 
(XIII) vigilancia policial; (XIV) prisión preventiva, y (XV) las previstas en las leyes especiales.

91		 Con las excepciones del artículo 19 constitucional para la prisión preventiva oficiosa.
92		 Véanse Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 12, pp. 643-650, y “Prisión preventiva. 

Forma de ponderar el plazo razonable de su duración”, Primera Sala, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. época, lib. XI, agosto de 2012, t. 1, tesis 1a. CXXX-
VII/2012 (10a.), p. 492.
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ción directa en algún derecho fundamental sustantivo (libertad personal, intimidad, 
integridad personal, etcétera), que haría que el juicio de amparo proceda 
inmediatamente contra su imposición por dar lugar a una posible violación 
directa de la Constitución.93

La única duda sobre si se trata de posibles violaciones constitucionales 
“directas” se daría en relación con las medidas cautelares de índole patri-
monial —“exhibición de garantía” y embargo—. La solución sobre este tó-
pico dependerá del carácter que se atribuya al derecho de propiedad desde 
el punto de vista constitucional. Si se le concibiera como mera “garantía 
institucional”,94 la afectación de ese derecho no podría importar una viola-
ción directa a la ley fundamental, y ello obligaría a agotar recursos ordina-
rios antes de acudir al amparo; en cambio, de ser considerado un “derecho 
fundamental”,95 la reclamación de la vulneración del derecho de propiedad 
desde el punto exclusivamente constitucional, haría procedente inmedia-
tamente el juicio de amparo. Sin perjuicio del debate que puede abrirse a 
este respecto, el carácter jurisprudencial de la última opinión conduce a la 
inmediata admisión del proceso de garantías.

Recientemente, la Suprema Corte resolvió una de las cuestiones más 
importantes en relación con la prisión preventiva en el sistema acusatorio: 
los efectos del amparo otorgado por haber fenecido el plazo constitucional 
para culminar el proceso penal. Según el máximo tribunal, en ese supuesto 
la consecuencia de la protección de la justicia federal será poner al imputado 
en libertad de inmediato, aunque sin perjuicio de que al mismo tiempo se dicte 
alguna otra de las medidas cautelares previstas en el ordenamiento.96

93		 Esto incluso tratándose de la suspensión del ejercicio de un cargo público. Aun si al 
cabo resulta lícita esa medida cautelar, por ser proporcional a los fines de salvaguarda del 
adecuado ejercicio del servicio público, no deja de ser una “restricción” de la libertad de 
trabajo cuya justificación es preciso determinar en el juicio de amparo. Véase “Respon-
sabilidades administrativas de los servidores públicos. El artículo 8, fracción 
XI, de la ley federal relativa, no transgrede la garantía de libertad de tra-
bajo”, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, marzo de 2011, 
t. XXXIII, tesis 1a. XXXVI/2011, p. 466.

94		 Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, 2a. ed., México, Porrúa-UNAM-
CNDH, 2006, p. 788.

95		 “Propiedad privada. El derecho relativo está limitado por su función so-
cial”, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, t. XXIII, marzo de 2006, 
tesis P./J. 37/2006, p. 1481. Entendiendo que la “propiedad” comprende “todo derecho 
que pueda formar parte del patrimonio de una persona”: CIDH, Ivcher Bronstein v. Perú, 6 de 
febrero de 2001, párr. 122.

96		 “Sentencia concesoria de amparo. Sus efectos cuando se reclama el cese 
de la prisión preventiva por haber transcurrido ‘un plazo razonable’ en su 
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6. “Lectura” de derechos

Uno de los aspectos más llamativos de la reforma constitucional del 18 
de junio de 2008 fue la inclusión en el artículo 20(A), fracciones II y III, de 
la Constitución, del derecho del imputado a que “se le ha[ga]n saber los 
motivos de la [detención] y su derecho a guardar silencio, el cual no po-
drá ser utilizado en su perjuicio”, y en general a que se le informe de “los 
derechos que le asisten” al momento de su detención, o de su presentación 
ministerial o judicial. Es inevitable relacionar estos derechos fundamentales 
con la llamada “lectura de derechos”, tan difundida en películas y series 
televisivas estadounidenses que la Suprema Corte norteamericana afirmó 
que “se ha incrustado en la práctica policial rutinaria al punto de que [esas] 
advertencias (warning) se han tornado parte de [la] cultura nacional [de ese 
país]”.97

Este parámetro procesal no está previsto expresamente en la Consti-
tución de los Estados Unidos, a diferencia de la nuestra, sino que fue una 
creación pretoriana de la Suprema Corte en el caso Miranda vs. Arizona.98 
La importancia de este precedente es tan grande que, para ese tribunal, 
“proclamó una norma constitucional que el Congreso no puede superar 
legislativamente”.99

Los “derechos Miranda” son una disposición preventiva que se conside-
ra implícita en la Constitución norteamericana, por tener un carácter abso-
lutamente necesario para salvaguardar los derechos de cualquier detenido;100 
se trata de uno de los “postulados tácitos” cuya falta “niega fuerza a la 
Constitución y muchas veces significado”.101 Este deber constitucional “pro-
porciona un fuerte incentivo para que la policía adopte ‘salvaguardas proce-
dimentales’… contra la exacción de declaraciones forzadas o involuntarias 
[…y] promueve el respeto institucional a los valores constitucionales”;102 es 
“un dispositivo estructural diseñado para promover la sensibilidad a los va-
lores constitucionales por medio de su efecto disuasivo”.103

duración”, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. época, lib. XI, 
agosto de 2012, t. 1, tesis 1a. CXXXVIII/2012 (10a.), p. 499.

97		 Dickerson v. United States, 530 U.S. 428, 430 (2000).
98		 384 U.S. 436 (1966).
99		 Dickerson v. United States, 530 U.S. 428, 444 (2000).
100		 Véase Tribe, Laurence H., The Invisible Constitution, Nueva York, Oxford University 

Press, 2008, p. 174.
101		 Cfr. Tribe, Laurence H., American Constitutional Law, 3a. ed., Nueva York, Foundation 

Press, 2000, pp. 41 y 42.
102		 Withrow v. Williams, 507 U.S. 680, 703 (1993) (O’Connor y Rehnquist, disidentes).
103		 Duckworth v. Eagan, 492 U.S. 195, 208 (1989) (O’Connor y Scalia, disidentes).
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Es muy poco conocido que, desde hace casi una década, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación reconoció la obligación implícita en nuestra 
Constitución de informar a los detenidos y acusados de sus derechos, como 
“formalidad esencial” del procedimiento para “erradicar viejas prácticas 
vejatorias e infamantes”. Así se expresó nuestro máximo tribunal:

…el más elemental sentido de justicia y la esencia misma de una defensa ade-
cuada, exige[n] que se garantice al inculpado un trato justo, digno y respetuo-
so de sus derechos públicos básicos, lo que sólo es factible en la averiguación 
previa, cuando se hace[n] del conocimiento del inculpado las prerrogativas 
constitucionales y éste las ejerce en forma libre y espontánea, por sí, a través 
de su abogado o la persona designada como de su confianza.104

No es nuestro propósito analizar exhaustivamente el contenido de la 
“lectura de derechos” que manda nuestra Constitución, o el procedimiento 
para que sea efectiva y no una mera formalidad sin sentido,105 sino cómo 
debe el juicio de amparo tratar su violación.

Para comenzar, será determinante el momento en que se cometió la 
omisión de dicho apercibimiento: su detención, su presentación ante el juez 
de control o su comparecencia en la audiencia del juicio oral —por no dis-
tinguir la ley fundamental entre los juzgadores de control y resolutor—.106 
Así, correspondería su impugnación como violación procesal trascendente al 
fallo y causante de indefensión, al reclamarse la resolución final del proceso.

Sin embargo, dicha violación debe considerarse una violación directa a la 
Constitución y causante de un perjuicio de “grado predominante o superior”, por 
ser susceptible de ocasionar una grave indefensión del inculpado y la ociosi-
dad del procedimiento por la reposición que disponga el juez de amparo.107 

104		 Primera Sala, amparo directo en revisión 600/99, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, 9a. época, mayo de 2004, t. XIX, considerando quinto, pp. 327 y ss. Este criterio se 
reiteró esencialmente por la misma Sala en la contradicción de tesis 160/2006-PS, id., 9a. 
época, mayo de 2007, t. XXV, considerando quinto, pp. 104 y ss.

105		 Desde luego, para lo anterior será básico considerar los lineamientos de la Suprema 
Corte norteamericana en Miranda; una traducción de la parte conducente de esa sentencia 
puede verse en Carbonell, Miguel, op. cit., nota 29, pp. 148 y 149. Lo que sí parece cierto 
sobre el tema, por corroborarlo la jurisprudencia española, es que la efectividad de dicha 
lectura exige que sea oral, comprensible e inmediata a la detención, sin perjuicio de su documenta-
ción; véase Martí Mingarro, Luis, Crisis del derecho de defensa, Madrid, Marcial Pons, 2010, pp. 
30 y 31.

106		 Desde nuestro punto de vista, la Constitución no exige que dicha “lectura de derechos” 
se haga en cada instante en que el imputado comparezca ante las autoridades, sino sólo en 
el primero en que tenga contacto con ellas.

107		 Véase “Violaciones procesales dentro del juicio que afectan a las partes 
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Se trata además de una violación de fondo, no una meramente procesal, por-
que de lo contrario ese derecho no podría tutelarse efectivamente a través 
del amparo;108 por ello, también inmediatamente procedería en su contra 
este proceso constitucional en la vía indirecta.

La clara voluntad constitucional de que ese derecho sea terminante-
mente respetado impone ahora que, contrariamente al precedente referido, 
nunca pueda tenerse por consentida esa violación ni consumada irrepara-
blemente, y siempre se presuma iuris et de iure que provoca una indefensión 
relevante en cada momento del proceso.109 Esto con el propósito de recordar 
al imputado y las autoridades los derechos que tiene el inculpado, y éstos 
siempre puedan ejercerse efectivamente, disuadiendo su conculcación en 
alguna medida.

 La única manera en que podría repararse el agravio a este derecho 
de información, explícitamente requerido ahora por el Constituyente, es 
reponiendo el procedimiento y anulando todo lo actuado con posteriori-
dad a ella, en cualquier circunstancia procesal. Por ello, no puede decirse que la 
omisión de la “lectura de derechos” en algún momento quede “consumada 
irreparablemente”: en realidad, la reparación de la violación de este dere-
cho no va sólo contra la falta de información sobre los derechos que asisten 
al detenido o acusado, sino contra la indefensión que debe presumirse que ella 
ocasiona. La ausencia de la “lectura de derechos” en la detención (y aun 
en ulteriores ocasiones) desarticula el “haz de garantías” en que consiste el 
derecho de defensa.110

Las consecuencias de este derecho fundamental no pueden ser mera-
mente formales o tímidas, por el significado jurídico que le corresponde al 
hallarse establecido en la propia Constitución con esa naturaleza. La “lec-
tura de derechos” no es una simple formalidad, sino una pieza básica de la 
estructura constitucional de la defensa penal, o sea los derechos de todo detenido, 
que es indispensable para su efectividad. Esto, sobre todo, por su efecto “peda-
gógico” para disuadir a los agentes policiales y a otras autoridades de efectuar 

en grado predominante o superior. Notas distintivas”, Pleno, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2004, t. XX, tesis P. LVIII/2004, p. 10.

108		 “Violación de fondo y no procesal. La constituye la omisión del Mi-
nisterio Público de informar a la indiciada su derecho a no declarar en la 
averiguación previa y, por tanto, es reclamable en amparo directo”, Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, id., 9a. época, febrero de 2007, t. 
XXV, tesis VI.2o.P.75 P, p. 1918.

109		 Por la posible proyección de cualquier situación de indefensión en el resultado del pro-
ceso. Véase, por ejemplo, la invalidez de subterfugios para “desafiar la comprensibilidad y 
eficacia de las advertencias Miranda”, en Missouri v. Seibert, 542 U.S. 600 (2004).

110		 Véase Martí Mingarro, op. cit., nota 105, p. 43.
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actos contrarios a los derechos de los imputados, por la esterilidad que su 
labor tendría.

Ningún problema debe haber por el trascendente efecto del juicio de 
amparo frente a la vulneración de este derecho. No debe ser difícil poner 
en conocimiento de todo detenido —incluso de los peritos en derecho— las 
prerrogativas que le asisten. Y, en cambio, sí se promueve el respeto a és-
tas, como prescribe el artículo 1o. constitucional, reformado el 10 de junio 
de 2011. Precisamente “en el momento crítico de la detención” es cuando 
debe reforzarse la tutela del derecho de defensa,111 y una de las maneras más 
efectivas para hacerlo es darle efectos importantes a la violación de la obli-
gación de informar al detenido de sus derechos.

7. Amparo directo

A. Legitimación de la víctima

De acuerdo con el artículo 158 de la Ley de Amparo, la vía “directa” en 
este proceso constitucional procede contra sentencias definitivas y resolucio-
nes que pongan fin al juicio. En general nos referiremos primordialmente a 
la primera situación, la más frecuente, ya que consideraremos las demás en 
un apartado especial de esta sección.

La primera cuestión que frente al nuevo sistema procesal penal se susci-
ta respecto del amparo directo, aunque asimismo se da con el indirecto, es 
si la víctima u ofendido por el delito también pueden hacer valer este medio 
de control. Lo anterior especialmente cuando se reclame la no imposición de 
la pena o la determinación de su medida. Al respecto pueden hacerse las 
siguientes consideraciones:112

—— No existe derecho fundamental de la víctima a obtener la condena 
penal de otro, se hayan o no vulnerado sus derechos fundamentales 
por el acto supuestamente delictivo.

—— Los derechos del imputado tienen un “especial relieve”, y no puede 
ampararse la potestad pública de imponer penas, y

—— Por definición, la “pena pública” excluye el “interés legítimo” en 
la imposición del castigo, y aunque el ofendido pueda tener algún 
provecho, a éste “no puede otorgársele relevancia alguna”.

111		 Ibidem, p. 42.
112		 Supra, nota 71.
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Estas objeciones merecen considerarse conjuntamente a la luz del nue-
vo papel de la víctima en el proceso penal.

La víctima posee un “derecho a la verdad”113 y los inherentes a la repa-
ración del daño derivado de la comisión del ilícito penal. Estas pretensiones 
reconocidas en el plano internacional, según sea el caso, otorgan a la vícti-
ma el reconocimiento judicial a que el proceso penal sea objetivo y correc-
tamente desarrollado en todas sus etapas, inclusive la de “juicio” en sentido 
teórico estricto, o sea el dictado de la sentencia. Lo anterior más aún cuando 
la decisión correspondiente se vincula tan íntimamente con la reparación 
del daño en la hipótesis de que la ilicitud causante de la responsabilidad ci-
vil correspondiente consista en el carácter delictivo de la conducta o de su 
realización por el acusado. Inclusive, la determinación del grado de la pena 
impuesta podría ser indicativo de la “verdad” a que tiene derecho la vícti-
ma: un homicidio preterintencional ameritaría una pena más leve frente a 
uno calificado, y esta valoración también incide sobre el esclarecimiento de 
los hechos sometidos a proceso.

Si bien los derechos del acusado continúan teniendo “especial relevan-
cia”, como vimos al hablar de la suplencia de la queja, no debe olvidarse 
que la víctima tiene una posición procesal semejante a la de aquél. La par-
ticipación procesal que la reforma constitucional del 18 de junio de 2008 
otorga a la víctima, mejora su posición de casi un “convidado de piedra” al 
proceso penal, convirtiéndole en un postulante activo y autónomo al Minis-
terio Público.

Y finalmente, también por el ius postulandi, concedido en “igualdad” a 
la víctima por el artículo 20 constitucional, tampoco puede decirse que la 
víctima carezca de “interés legítimo” o “jurídico” en el procedimiento. Al 
respecto son útiles las consideraciones de la jurisprudencia acerca del proce-
dimiento de responsabilidad administrativa de servidores públicos, análogo 
al penal antes de la reforma de 2008.114 La víctima ya no es un mero coadyu-
vante del Ministerio Público, sino que su participación procesal le otorga 
“derecho para exigir de la autoridad una determinada conducta respecto de 
sus pretensiones”, inclusive interponiendo los recursos que correspondan; 

113		 Que “se encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de 
los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabili-
dades correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento” (CIDH, Bámaca Velásquez 
v. Guatemala, párr. 201; cursivas añadidas).

114		 “Responsabilidad oficial, queja administrativa por. El denunciante ca-
rece de legitimación para promover amparo”, Segundo Tribunal Colegiado en Mate-
ria Administrativa del Primer Circuito, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, 
t. III, tesis 450, p. 498.
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por tal motivo, posee interés jurídico para reclamar en amparo directo los 
señalados aspectos sustantivos de la pena.115

Con mayor razón, las anteriores consideraciones son aplicables para 
el caso de la acción penal promovida por la víctima. Si ésta pudiera nor-
malmente impugnar mediante el juicio de amparo las determinaciones del 
proceso penal que le sean adversas, cuando no tiene el derecho a ejercer la 
acción penal, la más amplia legitimación que tendría cuando poseyera esta 
facultad llevará a considerar que los alcances de su actuación en el juicio de 
amparo son tanto más extensos, y de ninguna manera más reducidos.

B. Plazo de impugnación

La actual posición procesal de la víctima en el proceso penal también 
ha de ocasionar cambios en el plazo para impugnar la sentencia definitiva.

De acuerdo con la fracción II del vigente artículo 22 de la Ley de Am-
paro, el juicio de garantías puede promoverse contra actos que “importen… 
ataques a la libertad personal” “en cualquier tiempo”. Como muchas otras, 
esta disposición se redactó bajo la idea de que sólo el procesado promovería 
amparo contra las resoluciones del orden penal. Jamás se pensó que la víc-
tima pudiera iniciar este medio de impugnación.

En los términos actuales del artículo 22 de la Ley de Amparo, podemos 
enfrentarnos a dos diferentes escenarios: 1) en cualquier tiempo, inclusive 
muchos años después, el sentenciado podría ampararse contra la sentencia 
que lo condenó, con la posibilidad de afectar situaciones benéficas a la vícti-
ma que ya se tendrían como establecidas, principalmente relacionadas con 
la reparación del daño, y 2) también en cualquier tiempo la víctima podría 
promover amparo contra la sentencia condenatoria, posiblemente afectan-
do, luego de muchos años, la libertad personal de una persona, entre otras 
situaciones.

Cualquiera de estos escenarios agraviaría el principio de seguridad ju-
rídica: no sólo queda en incertidumbre la existencia del derecho reconoci-
do en la sentencia, sino que ésta depende del acto de voluntad de la con-

115		 Cfr. “Responsabilidades de los servidores públicos del estado de Puebla. 
El que el artículo 53 bis, fracción III, de la ley relativa otorgue al promo-
vente de la queja el derecho para aportar mayores elementos de prueba que 
motiven el inicio del procedimiento respectivo; cuando se determina que no 
ha lugar a iniciarlo formalmente y se ordena el archivo del expediente, no 
le otorga interés jurídico para acudir al juicio de amparo contra esa resolu-
ción”, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, septiembre de 
2008, t. XXVIII, tesis 2a./J. 124/2008, p. 259.
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traparte de su titular, por lo que se traduce en una “molestia constante o 
permanente”.116 Es bien sabido que la razón del plazo para promover el jui-
cio de amparo fue precisamente esta situación: un juicio de amparo promo-
vido inoportunamente volvía precarias situaciones jurídicas que se tenían 
por inamovibles, con los consiguientes perjuicios a los interesados. Y esto 
mismo pasaría de mantenerse para la impugnación de la sentencia definiti-
va del proceso penal: la posibilidad de que el amparo directo en su contra se 
inicie “en cualquier tiempo”.117

A este respecto, el artículo 17 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo 
(Proyecto NLA)118 propone que el plazo para impugnar la sentencia conde-
natoria de un proceso penal sea de dos años. Por lo dicho con anterioridad, 
es pertinente esta limitación, pero hay dos observaciones que se le pueden 
hacer: 1) la relativa a otorgar dicho plazo exclusivamente a favor del senten-
ciado, y 2) la tocante a la posición de la víctima.

 Un excepcional plazo amplio debe otorgarse sólo a favor del sentencia-
do, no en beneficio de la víctima, a quien nos parece adecuado otorgar el 
plazo regular para promover amparo directo contra el fallo condenatorio, 
para no afectar una situación que beneficie la libertad personal del acusado. 
Esta diferencia de trato se justifica, como se hizo cuando hablamos de la 
suplencia de la queja, por las diferentes situaciones que guardan el acusado 
y la víctima dentro del proceso penal; por ello nos remitimos a dichas con-
sideraciones.

Lo mismo puede decirse en relación con el amparo adhesivo, previsto 
en el nuevo artículo 107(III)(a) constitucional, y el cual no parece haber 
contemplado esta insólita situación dentro de la materia penal.119 No debe 

116		 Véase Pleno, acción de inconstitucionalidad 11/2002, Diario Oficial de la Federación, 3 de 
marzo de 2004, 2a. sección, considerando noveno, p. 126.

117		 Esta situación, en cambio, no se daría con los autos de vinculación a proceso y de aper-
tura a juicio oral, porque el amparo contra éstos sería notoriamente improcedente al existir 
sentencia definitiva.

118		 Iniciativa de nueva Ley de Amparo, presentada por los senadores Jesús Murillo Karam 
y José Alejandro Zapata Perogordo, con fecha 11 de febrero de 2011.

119		 La inexcusable demora legislativa en expedir la regulación del juicio de amparo con-
forme a la reforma del 6 de junio de 2011 ha ocasionado importantes dificultades para el 
amparo adhesivo en todas las materias. La principal se produce en torno al plazo y términos 
de su promoción. Mientras algunos opinan que éstos deben ser los mismos que para la de-
manda principal, otros parecen opinar que no debe haber plazo alguno, precisamente por la 
omisión del legislador. No obstante, pocos objetarán que es procedente plantear el amparo 
adhesivo de la manera que sea, debido a la inmediata fuerza normativa de la Constitución. 
Véanse “Juicio de amparo adhesivo. Debe admitirse y tramitarse con indepen-
dencia de que no exista la ley secundaria que determine la forma, términos 
y requisitos en que deba promoverse, en atención al principio del derecho 
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requerirse al sentenciado que se adhiera al amparo directo promovido por 
la víctima, pero sí se debe exigir a ésta hacerlo. Sería incongruente propor-
cionar al sentenciado un plazo tan amplio para impugnar en acción propia 
las violaciones procesales que trascendieron a ella, pero obligarlo a realizar 
dicha reclamación cuando la víctima haya promovido amparo directo.

La iniciativa legislativa del Proyecto NLA estima que los dos años que 
propone para el amparo directo penal constituyen un lapso “más que su-
ficiente para permitir una debida defensa pero, también, para lograr una 
adecuada definición sobre la situación de las partes sometidas a un proceso 
penal”. El señalado plazo puede parecer demasiado amplio para lograr cer-
teza en la situación de las partes, especialmente en relación con la víctima; 
pero una reflexión más detenida nos hace concluir que resulta adecuado.

Comparando esta situación con la acción para exigir la responsabilidad 
civil extracontractual, derivada de actos ilícitos en general, la cual se extin-
gue precisamente a los dos años,120 advertimos que el plazo señalado para 
el amparo directo puede asimilarse a dicha hipótesis civil: si bien la recla-
mación constitucional de una sentencia no tiene inmediata relación con los 
daños y perjuicios que ocasione, sí es una acción judicial para la declaración 
de existencia de las violaciones correspondientes, de suyo actos ilícitos, aná-
loga a la existente en la referida materia civil.

Sin embargo, una reflexión más detenida a la luz de los principios del 
proceso acusatorio —esclarecimiento de los hechos y protección del inocen-
te— nos lleva a pensar en alguna vía, similar a la llamada “nulidad de juicio 
concluido”, por la cual puedan enderezarse los eventuales tuertos que sufra 
el imputado, en particular en relación con su libertad personal.

C. Suspensión

Asimismo, también porque fue redactado en circunstancias en que el 
acusado era el único legitimado para promover amparo directo contra las 
sentencias definitivas contrarias a su interés, primordialmente las que afec-
tan su libertad personal, es preciso modificar los artículos 171 y 172 de 

a la tutela jurisdiccional”, Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10a. época, lib. VIII, mayo de 2012, t. 
2, tesis I.9o.C.1 K (10a.), p. 1940, y “Amparo adhesivo. Resulta suficiente su proce-
dibilidad en la norma de rango constitucional, sin que obste en contrario 
la norma de carácter secundario que lo repele”, Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Cuarto Circuito, id., 10a. época, lib. XI, agosto de 2012, t. 2, tesis IV.2o.C.2 
K (10a.), p. 1604.

120		 Artículo 1934 del Código Civil Federal.
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la Ley de Amparo. Según estas disposiciones, el tribunal responsable ante 
quien se interpone la demanda, “mandará suspender de plano la ejecución 
de la sentencia reclamada” y dispondrá que “el quejoso quede a disposi-
ción del Tribunal Colegiado de Circuito competente” por conducto de la 
responsable, pudiendo ésta ponerlo en “libertad caucional si procediere”.

El problema nos parece poco relevante cuando el quejoso sea el acu-
sado e impugne una resolución que afecta su libertad personal. Para cier-
tas hipótesis específicas se puede continuar la aplicación de los criterios ya 
elaborados por la jurisprudencia,121 que tienen por objeto impedir que el 
quejoso compurgue la condena como sentenciado para todos los efectos, 
y principalmente los relativos a su internación en el centro penitenciario 
correspondiente.122 En estos casos, la situación únicamente cambiaría en 
cuanto a la “libertad caucional” del quejoso, debiéndose sustituir este con-
cepto por la alusión a las medidas que prevé el actual artículo 19, segundo 
párrafo, constitucional.

Diferente situación es la que guardaría el amparo directo promovido 
por la víctima. Desde luego, el caso más importante de esta instancia será 
aquel en que impugne la resolución que absuelva al acusado. Para esta cues-
tión, no debe dejarse de considerar que las sentencias finales aún constitu-
yen cosa juzgada, pese a que se encuentren sub iudice en amparo.123

En tal virtud, consideramos que lo correspondiente en estas últimas cir-
cunstancias dependerá de si el acusado se encuentra o no en libertad. En el 
primer caso, por su alto valor, la libertad del quejoso debe persistir o dictar-
se nuevamente las medidas cautelares que aseguren la presencia del acusa-
do en el proceso, conforme lo indicado en el artículo 19 constitucional; en 
el segundo, las mismas medidas habrían de dictarse ex novo, pero no debiera 

121		 Por ejemplo: “Suspensión en amparo directo. No tiene el alcance de poner 
en libertad al acusado si al promover la acción constitucional ya se encon-
traba en prisión, en virtud de la ejecución de una orden de reaprehensión 
girada por el tribunal de apelación que revocó la sentencia absolutoria de 
primera instancia”, Quinto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, 9a. época, mayo de 2006, t. XXIII, tesis VIII.5o.1 P, p. 1883, y “Sus-
pensión en el amparo penal directo tratándose de un delito grave, cuando 
el acusado fue absuelto en primera instancia y condenado en la segunda”, 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, id., 9a. época, abril de 1997, t. V, 
tesis XIV.2o.58 P, p. 290.

122		 Cfr. Burgoa, op. cit., nota 17, pp. 812 y 813.
123		 “Cosa juzgada. Las sentencias de segunda instancia emitidas por los tri-

bunales ordinarios conservan esa calidad aun cuando sean reclamadas en am-
paro (legislaciones del Distrito Federal y del estado de Jalisco)”, Primera Sala, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. época, octubre de 2006, t. XXIV, tesis 1a./J. 
51/2006, p. 60.
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afectarse la libertad de la persona absuelta por sentencia ordinaria ejecuto-
ria. En cualquiera de estas hipótesis, corresponde al Tribunal de Casación 
una importante responsabilidad en la protección de los derechos fundamen-
tales de ambas partes.124

D. Violaciones procesales impugnables

De conformidad con el artículo 158 de la ley de la materia, para que 
puedan reclamarse en amparo las violaciones procesales deben reunirse las 
siguientes condiciones: 1) afectar a las defensas del quejoso, y 2) trascender 
al resultado del fallo.125 Asimismo, en el orden penal debe observarse estric-
tamente el principio de definitividad en relación con la sentencia reclama-
da, que es el objeto del amparo directo, aunque no respecto de las violaciones 
procesales que se impugnarían junto con ella.126

Esta última prerrogativa se conserva únicamente a favor del sentencia-
do, como indica el último párrafo del vigente artículo 107(III)(a) constitu-
cional. Esta disposición nos parece acertada no solamente porque aclara 
un aspecto que la legislación de amparo no establecía expresamente, sino 
porque es adecuada a la relación entre las posiciones jurídicas del acusado y 
la víctima. Nuevamente, es preciso traer a colación que los derechos del im-
putado tienen un “especial relieve” en el juicio penal, por el grado de afec-
tación que en su perjuicio podría traer el proceso penal a uno de los valores 
más altos del ordenamiento jurídico. Además, dado que esta prerrogativa 

124		 Véase “Prisión preventiva. El tribunal de casación, como órgano auxi-
liar del Poder Judicial de la Federación, debe estar atento al tiempo fijado 
para dicha medida cautelar mientras esté vigente la suspensión en el amparo 
directo y, en su caso, instruir a los jueces orales para su estudio cuando 
fenezca el plazo de su aplicación o al actualizarse otra circunstancia que 
amerite proveer al respecto (nuevo sistema de justicia penal en el estado de 
Chihuahua)”, Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, id., 10a. época, lib. VIII, mayo de 2012, t. 2, tesis XVII.1o.P.A.4 P (10a.), 
p. 2085; y supra, nota 96.

125		 Cfr. “Violación procesal reclamada en amparo directo. Debe declararse 
inoperante la que alega el patrón en virtud de la omisión de la Junta de re-
querir al trabajador para que subsane las deficiencias de su demanda”, Segunda 
Sala, id., 9a. época, marzo de 2007, t. XXV, tesis 2a./J. 34/2007, p. 669.

126		 “Amparo directo. En acatamiento al principio de definitividad, es impro-
cedente cuando se reclama una sentencia de primera instancia en la que se im-
pone pena privativa de libertad sin disfrute inmediato de condena condicional, 
y se declara irrecurrible, pero en su contra procede un medio ordinario de 
defensa (legislación del estado de Chihuahua)”, Primera Sala, id., 9a. época, marzo 
de 2005, t. XXI, tesis 1a./J. 130/2004, p. 13; y supra, nota 11.
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no se encuentra textualmente señalada en la Ley de Amparo, sino que fue 
establecida por la jurisprudencia,127 conviene una reforma al artículo 161 de 
la ley de la materia que la establezca explícitamente.

Por otra parte, el artículo 160 de la Ley de Amparo contiene un “ca-
tálogo” de violaciones procesales cuya realización debe considerarse que 
afecta la defensa del quejoso. Consideramos que algunas hipótesis de dicha 
relación deben variarse para ajustarse a los perfiles del proceso penal acu-
satorio:

—— Fracción I: En relación con la información cuyo otorgamiento pres-
cribe esta porción, deben excluirse los casos en que la Constitu-
ción permite que se mantenga bajo reserva el nombre del acusador. 
Asimismo, dada la vinculación con el contenido de esta fracción, 
consideramos que a ella debe añadirse la falta de información de 
los derechos que asisten al imputado o quejoso, al momento de ser 
detenido o comparecer ante autoridad ministerial o judicial.

—— Fracción III: Dada la supresión de la prueba de careo —sustituida 
por la audiencia oral—, debe derogarse esta fracción.

—— Fracción IV: Considerando que la dinámica de la audiencia oral será 
tratada en otra fracción, la presente debe limitarse a resguardar las 
formalidades procesales en general.

—— Fracción VIII: Debe adecuarse esta disposición para garantizar a la 
víctima su derecho de acceso al expediente respectivo.

—— Fracción IX: Debe ajustarse el contenido de esta fracción, a fin de 
asegurar el cumplimiento de la publicidad y oralidad del procedi-
miento penal, y cualquier otro principio constitucional que lo rija.

—— Fracción X: Debe derogarse esta fracción, puesto que la “audiencia 
pública” a que se refiere, es distinta de la prevista en el vigente artí-
culo 20 constitucional.

—— Fracción X: Esta porción solamente requiere adecuarse para com-
prender a la víctima.

—— Fracción XVI: Esta porción debe adecuarse para corresponder a lo 
señalado respecto de los autos de vinculación a proceso y de aper-
tura a juicio oral, y

—— Fracción XVI: Suprimir la “limitación” de analogía con las hipótesis 
anteriores, que las restringe a las determinaciones de la Suprema 
Corte o de los tribunales colegiados, que sencillamente resulta tau-
tológica.

127		 Supra, nota 11.
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V. Nota final

Los temas que anteriormente expusimos son apenas unos cuantos de 
los integrantes del catálogo de problemas que surgen en la relación entre 
el juicio de amparo y el proceso penal acusatorio. Aunque nos parecen los 
más relevantes, por los diferentes aspectos del vínculo entre estas dos figuras 
jurídicas que tocan, no dudamos que eventualmente se manifieste de forma 
inopinada alguna dificultad que pueda contarse entre los “principales” te-
mas del amparo penal.

Como señalamos al principio de este trabajo, la situación actual de la 
evolución jurídica de nuestro país es muy difícil: nunca nos hallamos ante 
tantos y tan trascendentes cambios de paradigma. Los juristas mexicanos debemos 
modificar nuestra perspectiva sobre los derechos humanos, el proceso pe-
nal, el juicio de amparo, y aun sobre el mismo sistema de control constitu-
cional para incorporar su modo difuso. Son muchas las preguntas que aún 
nos planteamos, ya no sólo en torno a cuál será el resultado de tantos cam-
bios, sino cómo asimilarlos y llevarlos a buen puerto.

El amparo penal será la prueba de fuego de todas estas reformas en que 
el pueblo mexicano ha puesto sus esperanzas de una vida más justa y digna 
para sus integrantes. En pocos ámbitos jurídicos se da la gran complejidad 
que produce la conjunción de las reformas constitucionales de 2008 y 2011.

No resolveremos estas dificultades de la noche a la mañana, y tampoco 
será obra de unas cuantas personas. Se requiere una gran ponderación y 
prudencia para resolverlos, y un amplio consenso que tome en cuenta muy 
diversos puntos de vista, con el objeto de encontrar su mejor solución. Aun-
que todavía estamos lejos de responder incluso cuestiones básicas de un pa-
norama procesal penal, cuyas consecuencias apenas comienzan a aparecer, 
hemos dado pasos importantes que se ponen de relieve en los criterios de 
nuestros tribunales, y en los trabajos académicos que buscan explicar este 
nuevo contexto jurídico. Ojalá esta contribución pueda sumar algo a estos 
esfuerzos.
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